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Introducción 
   El objeto de estudio de este trabajo de final de grado consistirá en determinar los 
tipos de responsabilidades que se suscitan en los casos de acoso escolar y los 
requisitos que se han de dar para atribuir las mismas así como determinar a quién se 
pueden atribuir. Es por ello que el presente escrito no va a consistir en un estudio 
sobre los aspectos procesales de la legislación de menores sino sobre la causalidad 
que se ha de suscitar tanto para la responsabilidad penal como la civil y atender 
aquellos supuestos más conflictivos que se pueden dar en situaciones en estos que 
no quedan tan claras. 
 
  El acoso escolar es un tema que hasta hace pocos años lo catalogaríamos como 
<<fantasma>> al haberse dado desde siempre pero que hasta hace unos años 
apenas se oía hablar de estos sucesos. No obstante parece que la cosa 
progresivamente va cambiando y que desde el suceso de Jokin se partió de un punto 
en común en cuanto al reconocimiento de presencia del acoso escolar en las aulas.  
 
  En el año 2005 tuvo lugar el suicidio de un menor de 15 años que se llamaba Jokin 
relevante dado que se trataba del primer gran caso de acoso escolar con unas 
consecuencias tan trágicas. A partir de ahí no parece que se hayan dado casos tan 
graves en que se haya llegado a tales extremos excepto alguna salvedad como el 
reciente caso, en el 2014, de Carla Díez Magnien, de 14 años, cuya resolución fue 
similar al caso objeto de este trabajo.  
 
Lo que no podemos negar es el gran aumento de casos de acoso escolar que se dan 
continuamente y de los cuales somos informados por todos los medios de 
comunicación que tenemos a nuestro alcance.  
 
El interés suscitado en la autoría de dicha investigación es que él también fue víctima 
de acoso escolar, aunque sin llegar a temas legales, lo que conlleva una motivación 
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extra para tratar este caso y realizar un esfuerzo para tratar de ser riguroso y exponer 
con un carácter objetivo la información que nos proporcionarán las diversas fuentes 
que se utilizarán.  
 
   El método de trabajo consistirá en hacer un análisis legal, doctrinal y 
jurisprudencial de los diferentes conflictos que se suscitaron en relación a la 
responsabilidad penal de menores y civil de padres y Centro Docente Público que 
fueron contra quienes se ejercitaron la acción de responsabilidad civil. A través de 
este, también seremos testigos de si en todos estos casos a tratar las posiciones 
pronunciadas sobre el mismo son unánimes o difieren entre ellas de modo que se dé 
una única vía o varias para resolver estas cuestiones. Se ha de tener en cuenta, 
además, que muchos de estos aspectos serán extrapolables a la gran mayoría de 
casos dado que recogemos la mayoría de aspectos que pueden ser circunstancia de 
debate susceptible de producirse en estos casos. 
 
   En concreto, en el aspecto penal veremos qué medidas se adoptaron contra estos 
menores, los motivos que llevaron a ello y si una década después volvería a repetirse 
todas las resoluciones o bien habría cambios, así como ver si el juez adoptó o no las 
medidas adecuadas en aquel momento.  
 
   Se ha de tener en cuenta que la legislación sobre menores prevé dos vías para 
reclamar la responsabilidad civil como veremos: la vía propiamente civil y la 
reservada por la legislación de menores. Habrá que ver qué diferencias hubiera 
aportado recurrir por una u otra ya que en este caso se optó por la vía propiamente 
civil dejando de lado lo dispuesto por la vía penal. Asimismo, se atenderá a la posible 
inclusión de todos o parte de los sujetos contra los que se dirigió esta reclamación.  
 
   Lo que sí que se debe remarcar es que procuraremos mantener actualizado las 
diferentes disposiciones relativas a este tema y las relacionaremos con el caso 
tratado para ver que posiciones serían las más adecuadas para este caso. 
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Capítulo I 
 
Aspectos introductorios sobre el acoso escolar 
 
I.1. El concepto de acoso escolar o bullying: 
 
Para poder entender sobre qué trata el presente trabajo, es imprescindible 
conocer en primer lugar que se entiende por acoso escolar o bullying1. En una 
primera lectura de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 
(en adelante CP) no encontramos como delito tal situación, por lo tanto no hay una 
definición normativa como tal. En consecuencia, para entender de qué estamos 
hablando debemos recurrir a definiciones de carácter psicológico-social así como 
jurisprudencial:  
 
Para la Fiscalía General del Estado 2  hay acoso escolar cuando hay una 
desigualdad jerárquica continua en el tiempo, por el cual uno de ellos tendría el papel 
de dominante y el otro adquiriría el papel de sumiso a través de diferentes agresiones 
físicas, amenazas o faltas de respeto, siendo habitual la concurrencia de estas. En 
estos casos ha de haber dolo en las agresiones físicas, verbales o psicológicas y, 
considera, que es habitual la manifestación en grupo ya que genera más fortaleza 
entre estos.  
 
También es interesante la posición de Avilés Martínez3 que hace referencia al 
origen literal, es decir al término bullying, que en castellano significa matón como 
                                                 
1 Utilizaremos indistintamente cualquiera de los dos conceptos.  
2 Instrucción 10/2005 de la Fiscalía general del Estado. Sobre el tratamiento del acoso 
escolar desde el sistema de justicia juvenil (en línea). 6 de octubre de 2005 (consulta: 4 de 
marzo de 2015). Disponible en: 
<http://www.madrid.org/dat_norte/WEBDATMARCOS/supe/convivencia/materiales/fiscaliagral
estadoacoso.pdf> 
3 AVILÉS MARTÍNEZ, José María. Bullying: el maltrato entre iguales: agresores, víctimas y 
testigos en la escuela. Salamanca: Amaru, 2006. ISBN: 8481962384. Págs. 79-82.  
  8 
concepto de acoso escolar. En el mismo sentido que la Fiscalía, considera que ha de 
conllevar actitudes y comportamientos agresivos en sus distintas modalidades y con 
carácter temporal, pero añade la nota de que estas actitudes se producen fuera de la 
mirada de los adultos produciendo indefensión en este menor que acaba siendo 
rechazado por el resto de compañeros. 
 
Ahora bien, el Informe Cisneros VII, (2005)4 nos es interesante para matizar la 
posición anterior ya que entiende que el término bullying (matonismo) quizás no sea 
del todo correcto, ya que tiene un fuerte carácter arraigado con lo físico y no se ha de 
confundir con todas las conductas que quedan incluidas dentro del acoso escolar 
como hemos mencionado. En su defensa del equívoco conceptual, además, deja 
incluso en un segundo plano el aspecto físico, ya que es el que menos daños 
psicológicos producen en la práctica a los menores que padecen este.    
 
Asimismo, define el acoso como «un continuado y deliberado maltrato verbal y modal 
que recibe un niño por parte de otro u otros, que se comportan con él cruelmente con el objeto 
de someterlo, apocarlo asustarlo, amenazarlo y que atentan contra la dignidad del niño». 
 
Esta definición, si bien es similar a las vistas, nos introduce un elemento 
fundamental como es la dignidad del niño, que es un derecho fundamental en nuestra 
Constitución Española, de 28 de noviembre de 1978 (en adelante CE) recogido en su 
artículo 10 y que se ve afectado por este concepto5. 
 
Es muy ilustrativa, y a modo de resumen, la SJPI de Madrid 14/2011, de 25 de 
marzo de 2011 que establece una correlación a lo visto por la doctrina al establecer 
que: «El bullying es un fenómeno que ha sido objeto de observación en fechas relativamente 
                                                 
4 OÑATE CANTERO, Araceli, PIÑUEL y ZABALA, Iñaki. Informe Cisneros VII ''Violencia y 
acoso escolar'' en alumnos de primaria, ESO y Bachiller. Informe preliminar (en línea). 
Septiembre de 2005 (consulta: 7 marzo de 2015). Disponible en: 
<http://www.internenes.com/acoso/docs/ICAM.pdf> 
5 Sobre este tema profundizaremos en el siguiente apartado. 
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recientes (finales de los años 70 y principios de los 80) fundamentalmente en países del norte 
de Europa, y puede ser definido como una conducta de persecución física y/o psicológica 
intencionada y reiterada o repetida por algún tiempo. Es así preciso que la parte actora 
acredite cumplidamente la situación de acoso mantenido, para determinar si la actuación del 
Centro Escolar y su profesorado fue o no negligente, pues para la apreciación del acoso 
escolar no es suficiente un incidente aislado, sino varios actuaciones mantenidas en el tiempo, 
esto es, una persistencia en la agresión, todo ello presidido por la voluntad de causar un mal 




I.2. Los derechos vulnerados de la víctima 
 
 
En este breve apartado7 destacaremos cuales son los derechos que se ven 
afectados ante tal situación y donde están recogidos: 
A nivel internacional nos encontramos con la Convención sobre los Derechos del 
Niño en la que, si bien hay numerosos artículos que lo recogen8, la idea destacable 
de la misma es la protección de los menores acosados. Pero a su vez, también lo que 
se pretende con este texto es que las medidas que se tomen contra los acosadores 
tampoco afecten a sus derechos como es, por ejemplo, la dignidad humana9. 
 
En lo respetivo a la CE, a nivel estatal, lo destacable es lo correspondiente a la 
inclusión en los derechos fundamentales —regulados de los artículos 15 a 29— de 
las vulneraciones que implica el acoso. En este sentido, a nivel mayoritario, se ha 
tenido en consideración que la afectación se da al derecho a la dignidad de la 
                                                 
6 También hacen referencia en el mismo sentido la SAP Madrid 17429/2010, de 15 de 
noviembre de 2010 así como la SAP Madrid 15233/2013, de 14 de octubre de 2013.  
7 Para ello nos basaremos en el adecuado orden establecido por la Instrucción 10/2005 de la 
Fiscalía General del Estado, op. cit., págs. 2-3. 
8 Ibid, pág. 4. En este sentido se recogen los artículos 2, 11, 16, 19 y 32 a 39 de la 
Convención.  
9 GARCÍA GRAÑERAS, Jesús. En Docencia y Responsabilidad Jurídica: civil, penal y 
administrativa. Madrid: Wolters Kluwer, 2010. ISBN: 978-84-7197-927-8. Pág. 251. 
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persona y al libre desarrollo de su personalidad —artículo 10—, a la integridad física 
y moral —artículo 15—, el derecho a la libertad y a la seguridad —artículo 17—, el 
derecho al honor —artículo 18.110—, el derecho a la tutela judicial efectiva —artículo 
24— y, como más relevante, el derecho a la educación —artículo 2711. 
 
Finalmente, en el ámbito de la legislación educativa es destacable cómo se ha de 
respetar no sólo el derecho a la educación sino también la protección de agresiones y 
afectaciones a la dignidad y fomentando la solidaridad entre compañeros así como la 
tolerancia12. Entre la legislación que trata estos aspectos podemos remarcar la LO 
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) así 
como la LO 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación (LOCE).  
 
I.3. Antecedentes de hecho del caso <<Jokin>>13 
 
Este apartado nos será útil para que cuando, posteriormente, tratemos los 
supuestos conflictivos no se tenga que ser reiterativo las conductas suscitadas:  
Con el inicio del curso escolar de 2003, Jokin padeció un problema intestinal en 
clase que conllevó a que defecara en la misma. Ante esta situación este menor —de 
14 años— fue objeto de burlas y bromas por parte de los compañeros que desde el 
inicio hasta el final pasaron de los 14 años a cumplir 15. En un primer momento todo 
parecía que se había solucionado.  
Al finalizar el curso, Jokin se fue con un nuevo grupo de amigos a un 
campamento de verano en el cual los pillaron fumando hachís. En consecuencia se 
mandó una carta explicando lo sucedido a cada uno de los padres, cartas que fueron 
interceptadas antes de que llegaran a sus padres por todos los menores a excepción 
                                                 
10 La inclusión del derecho al honor como derecho vulnerado se ha considerado por 
RODRIGUEZ LÓPEZ, Pedro al entender que todos aquellos actos que estigmatizen al menor- 
por ejemplo los menosprecios o burlas van a conllevar la afectación de tal derecho. Esto se 
recoge en RODRIGUEZ LÓPEZ, Pedro. Acoso escolar. Desde el mal llamado bullying hasta 
el acoso al profesorado. Barcelona: Atelier, 2006. ISBN: 84-96354-72-5. Pág. 83.  
11 GARCÍA GRAÑERAS, op. cit, pág.251 
12 Ibid. 
13 Para el resumen del suceso nos remitimos a los antecedentes de hecho de la SJM San 
Sebastián 86/2005, de 12 de mayo de 2005.  
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de Jokin, lo que conllevó a que los padres de este transmitiesen la información al 
resto de progenitores y tratar los hijos de estos a la víctima como un chivato.  
El trato que le dieron posteriormente fue violento, increpándole y dándole 
empujones, situación que se agravó al comenzar el curso escolar de 2004, cuando 
recibió un puñetazo que le provocó una herida sangrante en la boca acompañada de 
más insultos aprovechando la ausencia de profesores en los cambios de clase, todo 
esto junto a más agresiones físicas. Incluso aprovechando el aniversario del día en 
que tuvo el problema intestinal recibió rollos de papel higiénico alrededor de la mesa. 
Posteriormente a este hecho recibió más agresiones físicas.  
El menor dejó de acudir los días posteriores al suceso al centro escolar e informó 
a su madre de lo que le estaba sucediendo, la cual retransmitió lo que le estaba 
pasando a su hijo al centro escolar. Como consecuencia se estableció una reunión 
entre los padres de Jokin y los del resto de los menores.  
Finalmente Jokin se suicidó al día siguiente de la misma al tirarse desde las 
murallas de la localidad de Hondarribia.  
 
La actitud de los progenitores ante los hechos cometidos por sus hijos fue la de 
restarle importancia al considerar que <<eran cosas de críos>>. 
 
   En cuanto a estos menores en ningún momento consideraron que su 
comportamiento fuera a terminar desenlazando un final tan trágico aunque es cierto 
que alguno de sus compañeros textualmente consideraban que <<Jokin no iba a 
aguantar mucho>>. 
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Capítulo II 
 
La responsabilidad penal de los menores acosadores 
 
II.1. Tratamiento jurídico del acoso escolar 
 
 
Se ha de tener en cuenta, en primer lugar, que en nuestro sistema normativo 
contamos con la Ley Orgánica 5/2000, de 13 de noviembre, de Responsabilidad 
Penal del Menor (en adelante LORPM) que en su artículo 1 determina que: «Esta Ley 
se aplicará para exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y menores 
de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal o 
las leyes penales especiales». Es decir, nos está remitiendo a todas las faltas y delitos 
previstos para los mayores de 18 años y esta ley solo es aplicable a los que están 
entre 14 y 18 años en el momento de cometer los hechos. Por lo tanto, los menores 
de 14 años quedarán bajo la disposición del artículo 3 que establece que «no se le 
exigirá responsabilidad con arreglo a la presente Ley, sino que se le aplicará lo dispuesto en 
las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil y demás disposiciones 
vigentes». 
 
Como cuestión preliminar debemos hacer referencia al tipo delictual que 
comporta el acoso escolar. En la SJM San Sebastián 86/2005 de 12 de mayo de 
200514 se tipificó la conducta de estos menores bajo el precepto tipificado en el 
artículo 173.1 CP como delito contra la integridad moral que recoge como tal a aquel 
que «infligiera a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad 
moral»15.  
 
                                                 
14 Así como en el recurso posterior de la SAP Guipúzcoa 178/2005, de 15 de julio de 2005. 
15 Junto a este se calificó también un delito de lesiones en virtud de los artículos 177 y 147 del 
CP.  
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Lo primero que es destacable es el hecho de que de la lectura del CP no 
encontramos tipificada la conducta de bullying como tal. Además el acoso escolar16 
puede implicar muchos tipo de intensidades o situaciones —no es lo mismo a quien 
solo faltan al respeto que a quien faltan al respeto y es agredido, por ejemplo. Por lo 
tanto, parece que nos encontramos ante un concepto metajurídico17 que dependerá 
de las circunstancias y reiteración de las conductas de los menores acosadores. 
 
Cabe remarcar que nos encontramos ante un delito calificado como «menos 
grave» según el artículo 13.2 del CP al prever una pena de 6 meses a dos años18. 
 
Pero el hecho de que el acoso escolar se integre en este tipo delictual es algo 
sobre la que ya se pronunció el Tribunal Supremo19 en el 2002 al incluirlo en la 
integridad moral. Ello fue recogido en la STS 7040/2004, de 2 de noviembre al 
calificar el acoso escolar como «someter a la víctima, de forma intencionada, a una 
situación degradante de humillación e indignidad para la persona». Con esto se puede 
relacionar en que el precepto constitucional más importante que se ve afectado por 
esta conducta es el recogido en el artículo 15 CE sobre el derecho fundamental de la 
indignidad e inviolabilidad de la persona20. 
 
Interesante también a destacar es la STSJ Castilla-León 6375/2006, de 10 de 
mayo de 2006 que establece otro punto de vista sobre la inclusión en el tipo delictivo 
de la integridad al establecer que «el artículo 173 operaría como un tipo de recogida o tipo 
de arrastre, en el sentido de que viene a constituir una forma subsidiaria de todos los delitos 
                                                 
16 Definido en el Capítulo I, apartado I.1. 
17 La calificación del acoso escolar como concepto metajurídico fue pronunciado en la 
Instrucción 10/2005 de la Fiscalía de Menores, op. cit. pág.8. 
18 Esta valoración nos será útil posteriormente para ver si se ha suscitado algún cambio de 
medidas con la reforma de la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre de 2006, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de 
los menores. 
19 En adelante TS. 
20 Ver Instrucción de la Fiscalía de Menores, op.cit. Pág.7. 
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en que existe como modalidad de comportamiento un ataque contra 32 el mismo bien jurídico 
protegido, que entra en juego cuando la conducta enjuiciada no pueda subsumirse en otras 
figuras más específicas del Código Penal que impliquen también un atentado contra la 
dignidad moral de otros». 
 
Finalmente, podemos remarcar la justificación que hace la doctrina sobre su 
inclusión en este tipo delictivo. Para ello se deben tener en cuenta estos dos 
factores21:  
 Por un lado hay un elemento medial como es el trato degradante que padece 
el alumno.  
 Por otro lado se da como resultados un menoscabo de su integridad física y 
moral.  
 
II.2. La medida de régimen abierto como sanción principal 
 
 
Tanto en la SJM de San Sebastián, de 12 de mayo de 2005- como en la SAP 
Guipúzcoa 178/2005, de 15 de julio de 2005 se consideró que los ocho menores 
cometieron un delito contra integridad moral imponiéndose, en el recurso, una pena 
de régimen abierto por el delito cometido con una duración de dos años22. 
 
Se ha de tener en cuenta que la LORPM sufrió una importante modificación 
mediante la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores (en adelante LO 8/2006). En consecuencia deberemos observar también si 
ha habido algún cambio en cuanto a la adopción de medidas.  
 
De la lectura de la LORPM con la nueva modificación es destacable, para nuestro 
                                                 
21 CAÑO GRAÑERAS, op.cit. 251. En el mismo sentido ver la Instrucción de la Fiscalía 
General del Estado, op. cit. Pág. 9. 
22 Aplicando lo dispuesto en el art. 7.2 LORPM en que se establece que el primer año será en 
ese régimen y el segundo año será en libertad vigilada.  
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caso, la nueva redacción del artículo 9.2.a)23 de la LORPM en la cual se establece 
unos nuevos requisitos para que el juez pueda determinar una medida de régimen 
cerrado cuando se cumplan estos tres requisitos: 
«Los hechos estén tipificados como delito grave por el Código Penal o las leyes penales 
especiales. 
Tratándose de hechos tipificados como delito menos grave, en su ejecución se haya 
empleado violencia o intimidación en las personas o se haya generado grave riesgo para la 
vida o la integridad física de las mismas. 
Los hechos tipificados como delito se cometan en grupo o el menor perteneciere o actuare 
al servicio de una banda, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se 
dedicare a la realización de tales actividades». 
 
En relación con los menores que estamos tratando al ser condenados por un delito 
contra la integridad moral —tipificado en el artículo 173.1— estamos ante un delito 
menos grave al ser penado entre 6 meses y 2 años24. Por lo tanto, sería necesario 
que se hubiese dado violencia o intimidación —como fue el caso de las agresiones a 
Jokin— y que además se generase un grave riesgo contra la integridad física de este 
—como fue su suicidio.  
 
En consecuencia, parece ser que si el delito se hubiese cometido con la nueva 
regulación el juez podría haber impuesto una medida de régimen cerrado en vez de 
abierto como se estableció con la anterior regulación.  
 
Pero además, si continuamos con la lectura en el siguiente artículo se puede 
observar una regla vinculada al régimen cerrado. De tal forma el artículo 10.1.a)25 
dispone que:  
                                                 
23 Con la anterior redacción el artículo 9.2º establecía como única opción el régimen cerrado 
''cuando en la descripción y calificación jurídica de los hechos se establezca que en su 
comisión se ha empleado violencia o intimidación en las paersonas o actuado con grave 
riesgo para la vida o la integridad física de las mismas''. 
24 Tal y como se tipifica en el art. 13 CP 
25 Antes de la modificación la LORPM en su artículo 10 establecía el régimen de la 
prescripción ahora regulado en el artículo 15. 
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 «Cuando se trate de los hechos previstos en el apartado 2 del artículo anterior, el Juez, 
oído el Ministerio Fiscal, las partes personadas y el equipo técnico, actuará conforme a las 
reglas siguientes: 
a) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, la 
medida podrá alcanzar tres años de duración. Si se trata de prestaciones en beneficio de la 
comunidad, dicho máximo será de ciento cincuenta horas, y de doce fines de semana si la 
medida impuesta fuere la de permanencia de fin de semana». 
 
De hecho, en los antecedentes constaba que los menores en el momento de la 
comisión del delito tenían 15 años26, por lo tanto entendemos que la medida en vez 
de tener una duración de 2 años haber terminado en 3 años. Y cabe decir «podría» 
porque parece que la literalidad de la norma no deja de ser algo facultativo por el juez 
si atendemos a la redacción del artículo que establece «podrá» o «será la máxima 
duración». 
 
En este sentido se tendría que valorar, como veremos en el apartado siguiente, si 
eso conllevaría un mayor beneficio para estos menores —aunque se impusiese la 
pena que realmente se aplicó como fue la de régimen abierto.  
 
Pero antes debemos hacer una breve referencia al hecho de que para 4 de los 
menores se dio una concurrencia de delitos. En ambas sentencias se condenó por 
una falta de lesiones a la permanencia de tres fines de semana en centro educativo. 
Es por todo ello que vamos a detenernos un momento en cómo funciona dicha 
concurrencia. 
 
Partimos de la base de que estamos ante un concurso real de delitos que es 
«cuando el sujeto ha realizado varios comportamientos que han dado lugar a varios delitos»27. 
 
                                                 
26 Tal y como indicamos en la exposición de los hechos.  
27 http://www.infoderechopenal.es/2012/12/concurso-de-delitos-concurso-real-ideal.html 
(consultado el 14 de mayo). 
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Esta hecho se dio en nuestro caso de bullying dado que se consideró en base a lo 
dispuesto en el artículo 177 CP que, dentro del mismo Título que el 173 CP, establece: 
«Si en los delitos descritos en los artículos precedentes, además del atentado a la integridad 
moral, se produjere lesión o daño a la vida, integridad física, salud, libertad sexual o bienes de 
la víctima o de un tercero, se castigarán los hechos separadamente con la pena que les 
corresponda por los delitos o faltas cometidos». Es por ello que se condenó por la vía 147 
CP por las lesiones que sufrió Jokin28. 
 
Con la modificación de por la LO 8/2006 se introdujo una nueva variante como es el 
hecho de el nuevo artículo 11.1 LORPM expone que: «Los límites máximos establecidos 
en el artículo 9 y en el apartado 1 del artículo 10 serán aplicables, con arreglo a los criterios 
establecidos en el artículo 7, apartados 3 y 4, aunque el menor fuere responsable de dos o 
más infracciones, en el caso de que éstas sean conexas o se trate de una infracción 
continuada, así como cuando un sólo hecho constituya dos o más infracciones». 
Además se introdujo el artículo 7.4 LORPM que determina: «El Juez podrá imponer al 
menor una o varias medidas de las previstas en esta Ley con independencia de que se trate 
de uno o más hechos».  
De todo lo dispuesto en estos dos artículos podemos comentar que el Juez en vez 
de poner dos medidas tiene la facultad de poner una sola con el límite de 3 años que 
se hubieran aplicado en relación con el nuevo artículo 10.1 LORPM en la modalidad 
de régimen cerrado29. 
 
Sobre este aspecto se ha pronunciado Ornosa Fernández 30  que considera 
inadecuada la aplicación de este artículo 7.4 ya que se puede provocar el efecto 
                                                 
28 Nos remitimos al Capítulo I.3. 
29 Anterior a la reforma se establecía en el artículo 11.1 LORPM que se tendrían en cuenta los 
requisitos expuestos en los artículos 7.3 y 9 respectivamente que establecen las mismas 
reglas pero aplicadas a lo dispuesto en el apartado de la medida adoptada por el juez siendo 
en consecuencia un máximo de 2 años.  
30 ORNOSA FERNÁNDEZ, María Rosario. Derecho Penal de Menores. Barcelona: Bosch, 
2007. ISBN: 978-84-9070-327-1. Pág. 245. 
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contrario si lo que se pretende es la reinserción del menor pero, a su vez, se le 
sobrecarga de medidas ya que primaría el carácter punitivo y se vulneraría el 




II.3 La consideración de la inducción al suicidio por bullying 
 
Hasta ahora hemos visto las medidas que adoptó el juez en base a los delitos 
cometidos y que quedaron probados. No obstante, por desgracia, el acoso escolar en 
ocasiones provoca llegar a límites tales como el suicidio del menor como sucedió con 
Jokin31 por ello se han de considerar los requisitos necesarios que se deberían dar 
para que se atribuyera el delito de inducción al suicidio a los menores que han 
cometido bullying. 
 
El conflicto suscitado con Jokin se dio porque la acusación particular en la SJM 
San Sebastián 86/2005, de 12 de mayo de 200532, instó el tipo delictivo de inducción 
al suicidio como conducta que debía de atribuirse a los menores tipificado en el 
artículo 143.1 del CP. 
 
Ante esta pretensión el Juez argumentó que para ello se «requiere una 
colaboración, una prestación coadyuvante que ofrezca cierta significación y eficacia en la 
realización del proyecto que preside a un sujeto de acabar con su propia existencia, es decir, 
una conducta por parte del sujeto activo de colaboración prestada a la muerte querida por la 
otra persona» así como – en base al artículo 28.a) del CP- «directa y ejercerse sobre el 
psiquismo de un ejecutor material determinado, debiendo ir dirigida, además, a la realización 
                                                 
31 Hace tan solo unos días- el 23 de mayo- se suicidó una chica que padecía cierta 
discapacidad con 16 años. Fuente:  
http://politica.elpais.com/politica/2015/05/22/actualidad/1432324829_320181.html (consulta: 7 
de junio). 
También a finales del año pasado se suicidó Carla Díaz Magnien por un acoso similar al que 
sufrió Jokin. http://www.elmundo.es/espana/2014/12/30/54a2953eca474127548b4576.html 
(consulta: 24 de marzo), 
32 Explicamos el supuesto conflictivo en base a esta sentencia.  
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de una infracción penal concreta».  
En base a estas consideraciones el juez determinó que no se daban los 
requisitos necesarios ya que no había dolo directo hacia la víctima, en el sentido de 
que no tenían intención de que este acabara con su vida como consecuencia de su 
actitud.  
 
Si bien la acusación usó como prueba dos informes de especialistas en que se 
determinaba que lo sucedido a su hijo, se englobaba dentro del concepto de bullying, 
no podía decirse que ese fuera el elemento exclusivo que le llevase a tomar esta 
determinación, ya que se hay que tener en cuenta que la vida de Jokin no estaba 
centrada únicamente en la relación con sus amigos.  
 
En este sentido, a los menores imputados se les hicieron los preceptivos 
estudios por parte del equipo psicosocial, pero al no haberse podido efectuar uno al 
fallecido quedaba imposibilitado el poder analizar el estado psicológico del menor así 
como el entorno que lo rodeaba, quedando como únicos los datos contrastados en la 
encuesta que se le hizo días antes en la que decía que la relación con sus amigos 
era buena.  
 
La consecuencia es que el doctor que llevó a cabo estos estudios consideró que 
tenían que haber otros motivos que no se tuvieron en cuenta.  
 
Por todo ello, se terminó desestimando que los menores fuesen inductores de la 
muerte de Jokin al no haberse dado una actitud dolosa por parte de estos en relación 
a que este terminase suicidándose, no en lo relativo a sus actos lesivos y vejatorios.  
En el recurso posterior33 los padres no aludieron nuevamente a la consideración de 
inducción al suicidio.  
 
                                                 
33 SAP Guipúzcoa 178/2005, de 15 julio de 2005. 
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En la dirección argumentativa del juez encontramos, en primer lugar, a Muñoz 
Conde34, que también considera que el acto corresponde a quien ha sido inducido y 
que es necesario que se den una serie de requisitos que conlleven a la causalidad de 
forma directa. Es decir, para imputar a alguien por este delito no es suficiente con el 
hecho de que un sujeto haga que en otro se desprenda el pensamiento de llevarlo a 
cabo, dado que es el propio inducido el que finalmente va a llevar a cabo o no esa 
conducta. Las consecuencias punitivas solo se pueden suscitar, entonces, si termina 
realizando el acto en el momento en que haya habido proposición o provocación 
—tipificados en los artículos 17.2 y 1835 del Código Penal respectivamente. Hay que 
tener en cuenta que cuando hay inducción se nos está equiparando con la autoría, 
por lo tanto es necesario que se dé una incitación directa en el sentido de que se 
haya dado sin mediar terceras personas. Pero además está ha de ser eficaz 
entendiendo como tal el hecho de que haya sido de tal relevancia que se haya 
llevado a cabo. 
 
Ahora bien, Mir Puig36 coincide en una primera observación en que se ha de dar 
dolo en el sentido no solo de que el inducido termine acabando con su vida, sino que 
además quiere que se realice el hecho. Pero en este punto establece una posición 
diferente ya que considera la opción del dolo eventual, es decir que si bien no es la 
intención principal sabe que es algo que puede llegar a suceder, y, por ello, la simple 
consideración de la posibilidad de que esto suceda ya es suficiente para imputarle el 
delito de inducción. Ahora bien, si se ha inducido a una cosa — como puede ser el 
hecho de que Jokin cambiara de colegio o simplemente sufriese—  finalmente 
sucede otra —suicidarse en este caso — se daría lo que considera ese autor como 
                                                 
34 MUÑOZ CONDE, Francisco. Derecho Penal Parte Especial. Valencia: Tirant lo Blanch, 
2002. ISBN: 84-8002-346-5. Pág. 61 a 65.  
35 De este modo habría proposición cuando ''la proposición existe cuando el que ha resuelto 
cometer un delito invita a otra u otras personas a ejecutarlo''- artículo 17.2 CP; y habría 
provocación ''cuando directamente se incita por medio de la imprenta, la radiodifusión o 
cualquier otro medio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, o ante una concurrencia 
de personas, a la perpetración de un delito''- artículo 18.1 CP.  
36 MIR PUIG, Santiago. Derecho Penal Parte General. Barcelona: REPPERTOR, 2011. ISBN: 
9974-578-36-1. Pág. 418 
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«exceso del inducido» que sería susceptible de responsabilidad punitiva en grado de 
imprudencia.  
 
Por último, es destacable también la Instrucción 10/2005, de la Fiscalía General 
del Estado37 sobre el tratamiento del acoso escolar desde el sistema de justicia 
juvenil. En esta se considera que hay probabilidad de que cuando estamos ante un 
supuesto grave de acoso escolar ello pueda finalizar en que el menor acosado se 
termine suicidando. No obstante, aclara el hecho de que la relación de causalidad no 
es elemento suficiente para enjuiciar por la vía del 143.1 CP, sobre la inducción al 
suicidio, y matiza que «no será desde luego subsumible en el tipo la conducta consistente 
en “forzar” al suicidio, por cuanto el suicida ha de decidir libremente su muerte». Que se 
excluya de este tipo no implica la exclusión de castigo por otro dado que el art. 177 
CP establece en que si «además del atentado a la integridad moral, se produjere lesión o 
daño a la vida se castigarán los hechos separadamente con la pena que les corresponda por 
los delitos o faltas cometidos».  
 
Sobre esta circunstancia la jurisprudencia parece que no deja lugar a dudas de 
que no es posible la inducción por dolo eventual sino que es necesario que haya dolo 
directo. En este sentido se ha pronunciado la SAP Bilbao 223/2009, de 23 de abril de 
2009 al establecer que ha de haber «ánimo de inducir, y de que el inducido realice la 
conducta, lo que imposibilita las modalidades imprudentes y aún doloso eventuales. No se 
trata de verdaderas conductas participativas sino de autoría de un delito particular que 
circunstancialmente coincide con una forma de la participación como es la inducción que ha 
de ser causalmente eficaz para la producción del suicidio, por lo que el dolo del inductor debe 
referirse siempre al suicidio quien debe actuar con la finalidad de que el sujeto pasivo 
definitivamente se suicide».   
 
 
                                                 
37 Instrucción 10/2005, de la Fiscalía General del Estado, op.cit., págs. 11-12 
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II.4. La adecuación de la medida de libertad vigilada 
 
La medida de libertad vigilada parece ser una moda si atendemos a que tanto en 
las noticias que cada día escuchamos como, en concreto, con Jokin, es una medida 
muy recurrente. Ahora bien eso no siempre tiene por qué ser la mejor opción.  
 
De ahí el conflicto que se derivó en nuestro caso: en la SJM San Sebastián 
86/2005, de 12 mayo de 2005, se impuso exclusivamente una medida de libertad 
vigilada en cuanto al delito contra la integridad moral se refiere. En el fundamento 
noveno de la resolución se establece que lo que se pretendía era una meta educativa 
y que además esta fue propuesta por el equipo psicosocial. La proposición vino 
derivada del hecho de que se hizo un análisis del «ámbito personal, familiar y social de 
estos ocho menores para lograr imponer la medida más adecuada», entendiendo que estos 
pertenecían a familiar estructuradas y que por ello la respuesta que se les debía 
exigir tenía que ser adecuada al ámbito al que pertenecen. De todo ello derivó una 
medida de 18 meses de libertad vigilada por un delito contra la integridad moral.  
 
En cambio en la SAP Guipúzcoa 178/2005, de 15 julio de 2005 se estableció en 
el fundamento jurídico cuarto que debido a la «crueldad de su comportamiento se denota 
la necesidad de acudir a una medida que integre en su seno los diversos planos que debe 
satisfacer la respuesta judicial a un comportamiento perceptible por el destinatario de la 
medida».  
Si bien el órgano jurisdiccional admitió que las familias estaban estructuradas y 
que se había de adecuar la respuesta en atención a su ámbito, consideró en el 
fundamento jurídico quinto que ese hecho no conllevaba por sí solo la adecuada 
aplicación de la exclusividad de la libertad vigilada dado que en esta ocasión esta 
estructura «se ha revelado como un ámbito insuficiente para servir de marco de contención 
de los menores e inadecuado para transmitir un explícito mensaje de responsabilización de 
los menores por la conducta de grave afección a la dignidad y la salud mental de Jokin 
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protagonizada».  
 
Como hemos reiterado38 la actitud de los padres no era nada favorecedora para 
que el mensaje fuese transmitido de ahí que el juez fallara determinando la 
modalidad de régimen abierto durante un período de tiempo de dos años divididos en 
un primer año de régimen abierto propiamente dicho que al finalizar se daría otro año 
en régimen de libertad vigilada para estos menores en virtud del reiterado artículo 7.2 
LORPM. 
 
Para determinar si la predilección del juez por esta medida fue acertada o no hay 
que tener en cuenta las principales posiciones doctrinales que se han formado al 
respecto para considerarlo como una adecuada o no. Para ello seguiremos, en 
primer lugar, un exhaustivo estudio que se realizó en diversas comunidades 
autónomas del que podemos extraer dos tendencias39:  
 
Una primera tendencia defiende la positividad de estas medidas al entender que 
al estar ante una medida de medio abierto con intervención que permite que a los 
menores se les reprueben los hechos por los que han sido considerados por el juez 
como necesarios de la misma. Es decir, se están juntando los elementos de 
responsabilidad del menor con los del contexto social propio de este menor. Todo ello 
permite que en su propio ámbito se establezcan procesos mediante los cuales se 
consiga la superación del comportamiento infractor a través de la concreción de 
todos aquellos elementos que han suscitado la intervención y tratándolos.  
 
Ahora bien, no todo parece positivo porque no siempre es adecuado al no haber 
muchas veces un efectivo cumplimiento de esta medida y se abusa del uso de 
                                                 
38 Se puede obervar en los antecedentes de hecho, Capítulo I.3. 
39 BERNUZ BENEITEZ, Maria José, FERNÁNDEZ MOLINA, Esther y PÉREZ JIMENÉZ, 
Fátima. Educar y controlar: la intervención comunitaria en la justicia de menores. Revista 
Electrónica de Ciencia Penal y Crimonología (en línea). 20 de octubre de 2009, artículos 
RECPC 11-12 (consulta: 2 de junio de 2015) Disponible en: <http://criminet.ugr.es/recpc>. 
ISNN 1695-0194. 
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imposición cuando de la consideración de las circunstancias de este menor sería más 
adecuada otras medidas como el régimen abierto, cerrado o semiabierto.  
 
En un primer momento parece que el juez está cumpliendo con lo expuesto en el 
artículo 7.2 de la LORPM al haber determinado que la medida de internamiento 
constará de un primer período que será el de régimen abierto para estos menores, y 
un segundo período que consistirá en la libertad vigilada.  
 
Que el juez competente en el recurso no hiciese mención alguna a una 
posibilidad de suspensión fundada en el artículo 40.1 de la LORPM —dado que no se 
superan los dos años establecidos como límite— hace entender que nos 
encontramos ante una posición de responsabilización de los menores, conllevando a 
un proceso de desinstitucionalización de la medida aplicada al menor. 
 
En este sentido se muestra contraria a una posible suspensión Ornosa 
Fernández40 al considerar que suspender la medida conlleva que no se dé ningún 
tipo de control sobre el menor por lo que va a conllevar un escaso éxito y una más 
que posible reincidencia al no atribuirse ningún tipo de responsabilidad directa.  
 
Por otro lado, se muestra partidaria de que en los casos en que se dé una 
medida de internamiento, como se da en este caso, acompañarla de otra de libertad 
vigilada en virtud del principio de proporcionalidad e incluso sustituir la medida de 
régimen abierto por la de libertad vigilada dando un margen de prueba para ver si 
tiene éxito o no.  
 
Si bien la pretensión del órgano jurisdiccional es loable, hay que ver si finalmente 
esta medida de libertad vigilada se establece como eficacia o simplemente es un 
mero trámite temporal que podría estar sujeto a suspensión. 
                                                 
40 ORNOSA FERNÁNDEZ, op. cit., págs. 199 a 222. 
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Antes esta reflexión nos encontramos, nuevamente, con dos posiciones41: 
 
Por un lado consideran los menores sometidos a la medida que la intervención 
del técnico es adecuada porque ven a la figura del técnico como un referente que les 
explica y les hace aprender cosas durante la ejecución de la misma.  
 
Ahora bien los educadores en la franja de edad del caso- son menores que 
tienen 15 años de edad- consideran que es más dificultoso tener éxito en la 
aplicación de la medida dado que es el momento en que los adolescentes tienen un 
mayor cambio personal, lo que dificulta la efectividad de las intervención externa en 
la imposición de normas. En relación a ello, la influencia de los padres es decisiva 
también en la actitud del menor dado que si se les hace ver que se les ha impuesto 
una medida injusta conlleva una menor motivación del menor a la hora de intentar 
aprovechar esta oportunidad.  
 
Cuando se consulta la jurisprudencia relativa a la libertad vigilada en menores lo 
primero que queda patente es que en delitos con cierta entidad es el recurso más 
usado ya sea acompañando a una medida previa de régimen abierto o semiabierto 
—como sucedió en este caso— o bien como medida única.  
 
En este sentido se establece que, y en esto es bastante coincidente con el 
informe que hemos comentado previamente, los equipos técnicos tienen un papel 
decisivo en su informe valorativo, en el que se recoge el tipo de familia con el que 
vive, así como las relaciones sociales que tiene el menor. Así se pronunció la SAP 
Valencia 1257/2014, de 18 de noviembre de 2014: «La elección de la medida de libertad 
vigilada, su contenido y duración aparece debidamente motivada en la sentencia y se justifica 
en base al informe aportado por el equipo técnico del Juzgado de menores atendiendo a las 
                                                 
41 BERNUZ BENEITEZ, Maria José, FERNÁNDEZ MOLINA, Esther y PÉREZ JIMENÉZ, op. 
cit. 
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características personales, familiares y sociales de Clemente, conforme a los criterios del 
artículo 7 de la LORPM». 
 
En cuanto a la finalidad de esta medida, la jurisprudencia parece bastante 
concisa en que lo que se pretende como es el hecho de que a través de esta el 
menor no vuelva a cometer ningún tipo de delitos, faltas o infracciones 
administrativas. Pero también tiene un competente de asumir la responsabilidad y las 
consecuencias que se deriven por los actos que ha cometido. De esta forma se 
estableció en la SAP Lugo 816/2014 de 3 de noviembre de 2014: «El objetivo 
fundamental de esta medida es que Imanol no cometa, en lo sucesivo, ni delitos ni faltas ni 
infracciones administrativas; asuma las consecuencias que se derivan de los delitos, faltas o 
infracciones administrativas que haya cometido; reflexione sobre lo intolerable del delito 
cometido y sobre las consecuencias que ha tenido para la víctima; trabaje sobre el control de 
impulsos, la resolución pacífica de conflictos y los mecanismos que el ordenamiento jurídico 
establece para amparar a las personas cuando son agredidas. También que complete su 
formación de cara a su inserción en el mercado laboral en el momento oportuno». 
 
Finalmente es interesante remarcar como la jurisprudencia posterior al caso 
Jokin también ha defendido el argumento del juez de compaginar la medida de 
régimen abierto con la de libertad vigilada ya que las medidas educativas que 
conllevan este régimen de libertad vigilada requiere que los menores participen 
activamente y que el ámbito familiar establezca unas pautas que el menor ha de 
cumplir. De este modo se expuso que: «Las tareas educativas pergeñadas en el programa 
de ejecución individual exigen una involucración activa del menor, quien tiene que ser 
consciente de la necesidad de respetar las pautas que se le fijen en los ámbitos familiares e 
institucionales. Lejos de ello, el menor Imanol hace de su libérrima voluntad el patrón de su 
vida y, por ello, desprecia los las pautas que, procedentes de su familia o provenientes de las 
instituciones, se le fijan para hacer efectivo el principio básico de todo proceso de 
socialización: una convivencia fundada en la coexistencia de libertades, lo que impide que 
uno pretenda realizar de forma constante, inmediata, y a pesar de todos, lo que desee en 
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cada momento. Es preciso, por lo tanto, trabajar con Imanol para implicarle en valores 
estrictamente educativos como el compromiso, el respeto y la responsabilidad que conduzcan 




II.5. Las consideraciones del Juez en la adopción de las medidas 
 
Vistas todas las medidas susceptibles de imposición y los requisitos que se 
tendrían, hemos podido observar que muchas de las normas ofrecen un margen de 
discrecionalidad al juez para que termine escogiendo la medida más adecuada así 
como la duración de la misma42. 
En la primera sentencia43 se falló a que los menores acusados se les impusiera 
una medida de 18 meses de libertad vigilada por un delito contra la integridad moral, 
así como 3 fines de semana de permanencia en el centro educativo para 4 de ellos 
por un delito de lesiones. 
 
En el recurso44 el juez da un giro en lo que a imposición de medidas se refiere e 
impone la medida de régimen abierto aplicando la modalidad prevista en el artículo 
7.2 LORPM (1 año de privación de libertad en régimen abierto y un segundo año en 
régimen de libertad vigilada).  
 
En esta segunda sentencia el juez tuvo en cuenta el entorno que rodeaba a estos 
menores del que entendió que no era el más adecuado porque «el posicionamiento de 
las estructuras familiares ante los graves hechos cometidos por los menores pone de 
manifiesto su falta de idoneidad actual para servir de ámbito de interiorización de la 
significación de la conducta protagonizada». A esa conclusión llegó por el hecho de que 
los familiares de los imputados restaban importancia a las conductas que habían 
                                                 
42 Véase, por ejemplo, lo dispuesto en el apartado II.2 al hablar del articulo 10 LORPM en que 
se recogen las expresiones ''podra'' o ''como máximo''. 
43 SJM San Sebastián 86/2005, de 12 de mayo de 2005. 
44 SAP Guipúzcoa 178/2005, de 15 julio de 2005 
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cometido sus hijos, así como el hecho de justificar que la culpa era de los padres de 
Jokin por no aislarlo de ellos.  
 
Ante esa falta de responsabilidad de los progenitores, el juez entendió que sería 
mucho más beneficioso que pasasen un tiempo en régimen abierto y que luego ya 
posteriormente se sometieran a la libertad vigilada para que a través de esta mayor 
sanción se beneficiara más a los menores que no el hecho de que estuviesen desde 
el primer momento con los padres incumpliendo la finalidad educativa de la medida al 
no ser conscientes los padres de la gravedad y responsabilidad de sus hijos por lo 
sucedido.  
 
La mejor forma de saber si fue adecuado determinar estas medidas en la 
sentencia es acudir a la exposición de motivos de la LORPM. Saber si el juez tomó 
las medidas adecuadas- en este caso de carácter punitivo y educativo por eso aplicó 
el régimen abierto- en contraposición a las solicitadas por la acusación particular y el 
Ministerio Fiscal que eran de carácter más punitivo, es necesario remitirnos a la 
finalidad con la que se estableció esta ley.  
En esta lo primero que se establece45 es que la Ley Orgánica en cuestión tiene 
«naturaleza formalmente penal pero materialmente sancionadora-educativa del 
procedimiento y de las medidas aplicables a los infractores menores de edad».  
 
Esta exposición resulta en un primer vistazo poco clarificadora pudiendo dar 
lugar a confusiones sobre el cómo se debe ejecutar esto en la práctica. Para ello se 
ha de ponderar por encima de todo el interés del menor infractor. Para su 
determinación es esencial que se haya valorado «con criterios técnicos y no formalistas 
por equipos de profesionales especializados en el ámbito de las ciencias no jurídicas».  
 
Ello no ha de hacernos obviar el hecho de que esta exposición deja patente que 
                                                 
45 Apartado II de la exposición de motivos de la LORPM. 
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hay una responsabilidad jurídica hacia estos menores, lo que conlleva una sanción, 
pero «al pretender ser la reacción jurídica dirigida al menor infractor una intervención de 
naturaleza educativa (…) se pretende impedir un efecto contraproducente para el menor».  
 
Ante esto, la nueva ley permite una flexibilidad por parte del juez entendida como 
la determinación de la medida más idónea «dada las características del caso concreto y 
de la evolución personal del sancionado durante la ejecución de la medida».  
 
En la determinación del juez, en nuestro caso de la adopción de la medida de 
internamiento en régimen abierto, se deriva que se ha de imponer cuando ha habido 
violencia como en este caso para que se «provea de las condiciones educativas 
adecuadas para que el menor pueda reorientar aquellas disposiciones o deficiencias que han 
caracterizado su comportamiento antisocial, cuando para ello sea necesario asegurar la 
estancia del infractor en un régimen físicamente restrictivo de su libertad»46. 
 
Ahora bien, todo este sistema ha sido criticado por un sector de la doctrina. En 
este sentido es relevante destacar a Rodríguez López47  que considera que la 
finalidad educativa de esta norma no es adecuada en este punto en el sentido de que 
nos encontramos ante una norma de carácter penal y, por lo tanto, punitivo. En 
consecuencia adoptar una serie de medidas educativas y de integración tendría que 
haberse dado con anticipación a la aplicación de esta ley. Por ello, si la 
Administración a través de sus competencias de protección de menores hubiera sido 
incapaz de proteger a estos, que normalmente pertenecen a familias 
desestructuradas, lo que no puede ser es que se siga protegiendo al menor porque lo 
que va a terminar conllevando es que mediante la finalidad educativa se les aísle de 
las verdaderas responsabilidades penales y que acabe convirtiéndose realmente en 
un delincuente.  
 
                                                 
46 Tal y como se trata en el apartado III de la exposición de motivos de la LORPM. 
47 RODRÍGUEZ LÓPEZ. Ley Orgánica... Op, cit., págs. 30-36. 
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En cambio Caño Grañeras48 defiende el modelo de reeducación y de reinserción 
que propone la LORPM ya que considera que las infracciones que cometen los 
menores se deben a causas educativas y, por ello, se ha de incidir en que de forma 
armoniosa se lleguen a volver a integrar en la sociedad. Asimismo, considera que es 
adecuada esta finalidad porque estos menores en ningún caso tendrían que ser 
imputados como sí que deberían serlo los mayores de edad.  
 
En la SAP Ciudad Real 10/2015, de 16 de enero de 2015 recientemente se ha 
pronunciado sobre los aspectos que se han de tener en cuenta a la hora de imponer 
el juez una medida y que son coincidentes con los vistos en la exposición de motivos. 
De este modo señala que «la Ley 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad 
penal de los menores diseña un modelo de responsabilidad penal del menor de naturaleza 
sancionadora-educativa que descansa, como principio fundamental, en el hecho de la sanción 
imponible tenga como referente, no solo la valoración jurídica de los hechos, sino también la 
edad, las circunstancias familiares y sociales, la personalidad y el interés del menor, debiendo 
el juez motivar en la sentencia las razones por las que elige una medida y diseña un plazo de 
duración para la misma, a efectos de la valoración del mencionado interés del menor ( artículo 
7 .3 LORPM)». 
                                                 
48 CAÑO GRAÑERAS, op. Cit., págs. 162-171.  




La responsabilidad civil derivada del ilícito penal 
 
III.1. La responsabilidad de los padres 
 
En la STSJ del País Vasco 93/2011, de 8 de febrero de 2011 se nos separa, en 
cuanto a lo que responsabilidad civil se refiere, entre los padres de los menores y los 
profesores: 
En el primer caso, la sentencia condenó a los padres al pago de una cantidad de 
10.000 euros «dada la gravedad de los hechos y del acoso sufrido por José Francisco». La 
justificación que establece el juez es que el artículo 1903 CC al establecer que «los 
padres son responsables de los daños causados por los hijos que se encuentran bajo su 
guarda». Se ha de remarcar que la indemnización tiene en cuenta los delitos penales 
que ya hemos comentado y no los que se podrían haber dado como el suicidio ya que 
el juez lo descartó. Cabe destacar que el juez describe muy brevemente los motivos y 
apenas justifica con el artículo su motivación.  
 
Se ha de tener en cuenta, para la valoración que haremos, que los progenitores 
se reservaron la pieza de responsabilidad civil lo que conllevó a que se aplicaran las 
reglas del CC en este caso para determinarla tal y como recoge el artículo 61.1 de la 
LORPM que será lo que trataremos en el primer punto que permite que «se la reserve 
para ejercitarla ante el orden jurisdiccional civil conforme a los preceptos del Código Civil y de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal».  
 
Es por ello que aparte de determinar si se dieron los requisitos establecidos por 
esta vía valoraremos posteriormente, en un segundo apartado, qué habría sucedido 
si se hubiera optado por el procedimiento propio de la LORPM —artículos 61 a 64— 
en el sentido de si sería más claro o dificultoso atribuir la responsabilidad a los padres 
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o si hubiera conllevado algún tipo de beneficio respecto a la opción que ejercitaron.  
 
 
III.1.1. La responsabilidad mediante pieza separada de responsabilidad 
civil 
 
III.1.1.1. El tipo de responsabilidad previsto en el artículo 1903 CC 
 
Cuando nos encontramos ante una situación de este tipo, el hecho de que los 
padres vayan a responder civilmente por estos parece una idea que a priori todo el 
mundo tiene en mente.  
 
Es por ello que hay una primera impresión de que los progenitores de los menores 
responderían de forma indirecta o subsidiaria dado que el artículo 1903.2 del Real 
Decreto, de 24 de julio de 1889, por el que se publica el Código Civil (en adelante CC) 
establece la atribución de la responsabilidad a los padres49. 
 
Sin embargo, como acertadamente señala Paños Pérez50, en un primer momento 
se considera que esta responsabilidad va a ser directa y objetiva en la medida en que 
el perjudicado va a tener la facultad de dirigirse frente a los responsables que se 
recogen en este artículo 1903 del CC para ejercer la acción que se haya derivado del 
daño que haya padecido la víctima simplemente porque el apartado primero de este 
artículo establece que «la obligación que impone el artículo anterior es exigible, no solo por 
los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quien se debe 
responder».  
 
En este sentido se pronunció la STS 2391/1963, de 16 de abril de 1963 en la que 
establece que «la responsabilidad impuesta por el precepto contenido en el artículo 1903 CC, 
a los que deben responder por otras personas que, de algún modo les están sometidas, no es 
                                                 
49 En concreto, el artículo 1903.2 CC expone que ''Los padres son responsables de los daños 
causados por los hijos que se encuentren bajo su guarda''.  
50 PAÑOS PÉREZ, Alba. La responsabilidad civil de los padres por los daños causados por 
menores e incapacitados, Barcelona. Atelier, 2010. ISBN: 978-84-92788-38-5. Pág. 25. 
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subsidiaria, sino directa, ya que se establece por razón del incumplimiento de los deberes que 
imponen las relaciones de convivencia social, de vigilar a las personas y a las cosas que 
están bajo la dependencia de determinadas personas, y de emplear la debida cautela en la 
elección de servidores y en la vigilancia de sus actos». 
 
Ahora bien, todo parece indicar que si bien queda determinada que la 
responsabilidad va a ser directa no se va a poder atribuir de forma indiscriminada 
porque el mismo artículo 1903 CC en su apartado sexto establece una salvedad a 
tener en cuenta ya que permite que si los padres demuestran que han ejercido una 
diligencia propia de la responsabilidad que tienen atribuida por dicha condición no 
deberían responder por los actos de sus hijos51. En consecuencia, la doctrina ha 
venido calificando esta responsabilidad como directa y cuasi objetiva con inversión en 
la carga de la prueba52. 
 
Sobre este último aspecto debemos remarcar lo dispuesto en la STS 5316/1997, 
de 28 de julio de 1997 que entiende que la responsabilidad de los padres recogida en 
el artículo 1903 es directa y cuasi objetiva al considerar que «tal responsabilidad si bien 
se declara en el artículo 1903 siguiendo a un artículo que se basa en la responsabilidad por 
culpa o negligencia, no obstante no menciona tal dato de culpabilidad, por lo que 
acertadamente se ha sostenido que es una responsabilidad por riesgo o cuasi objetiva». 
 
Toda esta aclaración entre responsabilidad directa o, por el contrario, subsidiaria es 
interesante dado que el caliz que toma la acción es diferente. En este sentido vuelve 
a ser muy ilustrativa la STS 5316/1997, de 16 de abril de 1963 que también vislumbra 
perfectamente la diferencia entre una responsabilidad y otra: se trataba sobre el tipo 
de responsabilidad que va a tener un empresario por un acto ilícito de su empleado53. 
De esta forma se expuso que «si se estima que es tan principal como la que contrae el 
empleado o asalariado, según la sentencia entiende, podrá ejercitarse aquélla con 
independencia de ésta; si por el contrario se entiende que la del empresario es subsidiaria de 
                                                 
51 La diligencia que ha de valorar el juez es la propia de un buen padre de familia.  
52 En este sentido se ha venido proclamando RODRÍGUEZ LÓPEZ, op. Cit. Pág. 137.  
53 Es aplicable a nuestro caso dado que hay analogía entre las características del supuesto 
que también está previsto en los mismos artículos.  
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la principal contraída por el empleado que trabaja por cuenta y bajo la dependencia de aquél, 
entonces estarán ambos ligados por un litis consorcio pasivo necesario y no podrá actuarse 
válidamente en el proceso la pretensión de exigencia de responsabilidad civil por los actos 
imputados al trabajador, si no se demandan a la vez y conjuntamente los dos supuestos 
responsables civiles, ya que no podría obtenerse una declaración de responsabilidad 
subsidiaria de la empresa sin que se declarase a la vez la principal del empleado o trabajador, 
porque no puede darse nacimiento a lo accesorio sin que antes o a la vez se diese nacimiento 
a lo principal». 
 
Por el contrario, si se entendiese que estamos ante una responsabilidad directa por 
parte del empresario no haría falta dirigir la acción contra el empleado ni contra 






Determinada la responsabilidad directa y cuasi objetiva que establece el artículo 
1903 CC es momento de profundizar en los aspectos se han de tener presentes para 
valorar los requisitos que se han de exigir a los progenitores para que respondan en 
base a los mencionados artículos artículos 1903.2 y 6 CC.  
 
La doctrina en el sentido interpretativo de este artículo ha suscitado varias 
posiciones diferentes aunque, como iremos comentando a continuación, se parte de 
unos supuestos concretos que han de ser objeto de observación y para los cuales 
partiremos de los establecidos por Paños Pérez54:  
 
Como característica primordial se ha de considerar, en primer lugar, que se haya 
dado una acusación directa del daño por el hijo55: Este requisito no conlleva que por 
sí solo pueda ser constitutivo de atribución automática de responsabilidad a los 
padres sino que se está atribuyendo a la del propio menor en base al artículo 1902 
                                                 
54 PAÑOS PÉREZ, op. cit. Págs. 97-117. 
55 PAÑOS PÉREZ, op. cit. Pág. 101. 
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CC. Para que recaiga sobre los padres se ha de tener en cuenta un nuevo factor 
como es la capacidad intelectiva del menor y, valorada esta, se pueda llegar a 
graduar o exonerar la responsabilidad de los padres.  
 
En un sentido más objetivo se ha pronunciado Martínez Velencoso56 al entender 
que basta con que el menor pueda llegar a ser objetivamente imputable para que los 
padres puedan llegar a ser responsables de los actos que hayan cometido sus hijos 
aunque el mismo reconoce que el artículo 1903 CC no lo prevé expresamente.  
 
En este aspecto también se muestra favorable Abril Campoy57 al considerar que la 
responsabilidad de los progenitores solo se puede dar en los casos en que el menor 
sea considerado culpable.  
De esta última afirmación parece que se enfoca más a la primera posición ya que 
solo nos dice que se puede dar cuando se declare responsabilidad pero no dice 
explícitamente que este sea el único criterio a tener en cuenta aspecto que Martínez 
Velencoso ya le es suficiente de por sí.  
 
A continuación, como segundo requisito se establece la necesidad de que el hijo 
esté bajo la guarda de los padres58: Este aspecto nos viene ya expresamente 
tipificado en el artículo 1903 CC al exponer «los daños causados por los hijos que se 
encuentren baso su guarda». Cuando hablamos de guarda hemos de entender que se 
está haciendo referencia a la patria potestad y este concepto viene definido en el 
artículo 154.1 del CC que establece que ''los hijos no emancipados están bajo la potestad 
de los padres»59. 
 
                                                 
56 MARTÍNEZ, VELENCOSO <<La responsabilidad civil derivada de hechos ilícitos cometidos 
por persones sujetas a patria potestat y tutela (I)>> en Práctica de Derechos de Daños, Nº 41, 
2006.  
57 ABRIL CAMPOY J.M., ‘’La responsabilidad de los padres por los daños causados por sus 
hijos’’. En Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, nº. 675, 2003. Pág. 35. 
58 PAÑOS PÉREZ, op. Cit. Pág. 101. 
59 Este aspecto es reconocido también por RODRÍGUEZ LÓPEZ, Pedro que además añade 
que esta patria potestad se ha de ejercer conjuntamente según lo dispuesto en el artículo 156 
CC. RODRÍGUEZ LÓPEZ, Pedro. Acoso escolar: desde… op. Cit. Pág. 137. 
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En nuestro caso, como los menores no podían estar emancipados al tener 15 años 
y no constar en los antecedentes de hecho ninguno de los requisitos establecidos en 
el artículo 314 CC60, por lo tanto, no entraremos a valorar lo que habría sucedido de 
darse tal situación.  
 
Por último, como tercer elemento nos encontramos con la relación de causalidad 
entre la acción y omisión del agente y el daño61 en cuanto es hecho necesario para 
que haya «la objetiva idoneidad del acto para causar el daño'»:  
 
En este aspecto, Gómez Calle62 considera que el requisito de culpabilidad es 
presupuesto necesario pero no determinante puesto que para que finalmente haya 
responsabilidad hacia los progenitores se ha de dar el hecho de que realmente la 
causa del ilícito esté relacionada con el daño producido. Solo entonces se llega a 
cumplir la causalidad. Es decir, considera necesario que en cumplimiento del artículo 
1903 CC se ha de dar una relación causal como elemento no cuestionable en el 
sentido de que la lesividad que se haya producido se haya dado por el menor.  
 
Diferente del sentido de culpa que defiende esta autora se pronunció la SAP Islas 
Baleares 1677/2012, de 10 de julio de 2012 se considera que más que culpa se ha de 
dar dolo: «En el caso de tratarse de la conducta de padres, tutores, acogedores y 
guardadores legales o de hecho, debería de precisarse, que "dolo", se refiere al previsto en el 
Código Civil, que supone la conjunción de los dos elementos, el subjetivo o ánimo de 
perjudicar y el objetivo acto o medio externo; y se refiere a "negligencia grave", que es una 
situación superior a la culpa, donde en este aspecto se debe distinguir sobre la infracción en 
la custodia, (derecho a tenerlos en su compañía), en la vigilancia (derecho a saber 
específicamente donde está) o en el control (derecho a saber generalmente donde debería 
                                                 
60 En esta sentido, el 314 CC concluye que la emancipación solo puede tener lugar por la 
mayoría de edad, en el caso de que el menor hubiera contraído matrimonio, con el permiso de 
los padres así como si el juez lo estimase conveniente.  
61 PAÑOS PÉREZ, op. Cit. pág. 105. 
62 GÓMEZ CALLE, Esther. La responsabilidad civil de los padres, Madrid: Montecorvo, 1992, 
ISBN: 847-11-1307-4. Pág. 295. 
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encontrarse)».  
 
En una línea parecida se sitúa Paños Pérez63 pero observa que hay que tener 
presente que en ocasiones el nexo causal es difícil de demostrar porque cuando los 
menores tienen ya capacidad de entender bastantes cosas, como puede ser en 
nuestro caso en que estos menores eran conscientes de su actitud lesiva como se 
reconoce en los antecedentes de hecho aunque sin esperar tal lesividad por sus 
conductas64, es difícil que los progenitores terminen siendo imputado por una culpa in 
educando así como en el presupuesto de haber tenido una actitud omisiva culposa 
por su parte.  
 
Sobre este último aspecto se pronunció el Tribunal Supremo en la STS 1651/2000, 
de 2 de marzo del 2000 que introduce un nuevo concepto conocido como 
«causalidad adecuada» que se explica de forma bastante concisa en el siguiente 
fragmento: «Para la determinación de la existencia de la relación o enlace preciso y directo 
entre la acción u omisión -causa- y el daño o perjuicio resultante -efecto-, la doctrina 
jurisprudencial vienen aplicando el principio de causalidad adecuada, que exige, para apreciar 
la culpa del agente, que el resultado sea una consecuencia natural, adecuada y suficiente de 
la determinación de la voluntad; debiendo entenderse por consecuencia natural, aquella 
propicia, entre el acto inicial y el resultado dañoso, una relación de necesidad, conforme a los 
conocimientos normalmente aceptados; y debiendo valorarse en cada caso concreto, si el 
actor antecedente que se presenta como causa, tiene virtualidad suficiente para que del 
mismo se derive, como consecuencia necesaria, el efecto lesivo producido, no siendo 
suficiente las simples conjeturas, o la existencia de datos fácticos, que por una mera 
coincidencia, induzcan a pensar en una posible interrelación de esos acontecimientos, sino 
que es precisa la existencia de una prueba terminante relativa al nexo entre la conducta del 
agente y la producción del daño, de tal forma que haga patente la culpabilidad que obliga a 
repararlo. Y esta necesidad de una cumplida justificación, no puede quedar desvirtuada por 
                                                 
63 PAÑOS PÉREZ, op. cit. Pág. 107. 
64 En este punto nos remitimos al Capítulo I, apartado 3.  
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una posible aplicación de la teoría del riesgo o la inversión de la carga de la prueba, aplicables 
en la interpretación de los artículos 1902 y 1903 del Código Civil, pues "el cómo y por qué se 
produjo el accidente", tuvo elementos indispensables en el examen de la causa eficiente del 
evento dañoso». 
 
De esta última sentencia parece que hay coincidencia con la posición de Gómez 
Calle en cuanto a que ha de ser un requisito necesario la culpa como causante del 
daño producido aunque más desarrollado por esta sentencia.  
 
 
III.1.1.3. El caso de los progenitores separados  
 
Nos ha parecido interesante hacer una breve referencia sobre un supuesto 
del que no hemos podido obtener datos de que se diesen en el supuesto 
estudiado pero que sí puede ser un caso muy habitual como es el hecho de 
que los progenitores de estos menores estuviesen separados.  
 
En relación con este aspecto también se ha suscitado cierto debate por 
parte de la doctrina:  
 
De este modo, Díaz Alabart65 considera que en estos casos basándonos en 
el artículo 1903 CC la responsabilidad sería la de aquel progenitor con el que 
conviviese, excepto que en ese momento se estuviera ejercitando un derecho 
de visita por parte del otro progenitor en cuyo caso la responsabilidad sería de 
este porque estaría bajo su guarda.  
 
Por el contrario, Yzquierdo Tolsada66 considera que no se ha de atribuir en 
                                                 
65 DÍAZ ALABART, Silvia. La responsabilidad por los actos ilícitos de los sometidos a patria 
potestad o ‘’tutela’’. En Anuario de Derecho Civil (en línea). Julio-Septiembre de 1987 
(consulta: 19 abril de 2015) págs. 822-823.  
66 IZQUIERDO TOLSADA, Mariano, Sistema de responsabilidad civil, contractual y 
extracontractual, Madrid: Dykinson, 2001. ISBN:84-8155-725-0. Págs. 257-258. 
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función de la guarda exclusivamente, sino también a quien tiene la patria 
potestad del menor de tal modo que quien tiene la patria potestad pero no la 
guarda no podrá ser responsable de los actos del hijo menor.  
 
De todas formas esta solución también es criticada por Navarro Michel67 ya 
que entiende que la posición de Izquierdo Tolsada no es la adecuada porque 
la guarda jurídica es algo que tienen ambos padres del niño con 
independencia del que concretamente estuviese en ese momento, por lo tanto 
no se podría condenar tan solo a aquel progenitor que, en el momento de 
sucederse el daño, estuviese físicamente con el menor. 
 
La jurisprudencia dejó bastante claro la consideración de que se ha de dar que, a 
nuestro juicio, nos parece más que acertada. En este sentido se ha pronunciado la 
SAP Ourense 123/2005, de 28 de febrero de 2005 en el que el padre no quería 
hacerse responsable de los actos cometidos por su hijo ya que la guarda del menor 
de 16 años la tenía la madre. En base a esto el Tribunal estableció que «En los 
supuestos de separación, nulidad o divorcio, en que por resolución judicial los padres 
comparten la patria potestad, en tanto que, en beneficio del menor la guarda y custodia se le 
atribuye a uno solo de los progenitores, estableciéndose un adecuado régimen de 
comunicación para el otro, la expresión "guarda" que emplea el citado precepto del Código 
Civil en los supuestos de la responsabilidad cuasi objetiva de los padres por los actos 
culposos de los hijos, ha de ser interpretada con amplitud y flexibilidad, pues de lo contrario 
resultaría que el progenitor que presta más directamente sus cuidados y compañía al menor, 
en definitiva el que aporta más sacrificio, resultaría ser el más responsable, apoyando la 
interpretación extensiva el propio artº 1.903 que diferencia entre "bajo su guarda" del 
supuesto del párrafo siguiente de "que habitan en su compañía", de lo que parece inferirse 
que el legislador bajo la expresión primera no quiso excluir de responsabilidad a los padres 
que residan en otra población o estén ausentes de hecho, máxime en el concreto caso de 
                                                 
67 NAVARRO MÍCHEL, Mónica. La responsabilidad civil de los padres por los hechos de sus 
hijos. Barcelona: Bosch, 1998. ISBN: 847-69-8486-3. Pág. 94. 
  40 
autos, que cuando ocurrió el evento dañoso, cuya realidad y transcendencia económica no se 
discuten, el menor contaba casi con 16 años de edad, situación en la que por "ley de vida" en 
el concierto social actual se desenvuelve con un elevado margen de autonomía y libertad 
difícilmente controlables bajo estrictos criterios de obediencia, en que no cabe encuadrar la 
responsabilidad de sus mayores en una presunción de culpa in vigilando, ni siquiera in 
educando, sino en los especiales poderes y deberes inherentes a la patria potestad a los que 
viene vinculada la garantía de resarcimiento pues, en definitiva, lo que busca la norma sobre 
todo es la satisfacción de la víctima».  
 
 
  III.1.2. La responsabilidad mediante la vía prevista por la LORPM 
 
 
III.1.2.1. El tipo de responsabilidad previsto en el artículo 61.3 LORPM 
 
 
Tratada la responsabilidad civil por la vía y características propias del CC, es 
momento de ver la responsabilidad civil a través del propio mecanismo de la LORPM 
que esta ha establecido en sus artículos 61 a 64. 
 
En este sentido encontramos, como ya hemos mencionado, que el artículo 61.1 
LORPM establece que «la acción de exigir la responsabilidad civil en el procedimiento 
regulado en esta ley se ejercitará por el Ministerio Fiscal’’. Seguidamente se establece la 
excepción acabada de tratar al decir que ‘’o se la reserve para ejercitarla ante el orden 
jurisdiccional civil conforme a los preceptos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal».  
 
En relación a la regla general se establece en el artículo 63 LORP que «la extensión 
de la responsabilidad civil se regulará por lo dispuesto en el capítulo I del Título V del Libro I 
del Código Penal vigente».  
 
A diferencia del art. 1903 CC en el caso de la vía de la LORPM parece ser que no 
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se tiene en cuenta quien tiene la guarda o no como sí se hace por la vía civil, por lo 
tanto parece que se establece que ambos responderán solidariamente aunque no 
estén unidos en matrimonio pero que trataremos en el apartado siguiente.  
Con esta remisión por parte de la legislación nos dirigimos al artículo 116 CP que 
dispone que «toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es también 
civilmente si del hecho se derivasen daños y perjuicios».  
 
Si se diesen estos requisitos, el menor respondería y solidariamente con ellos los 
padres según lo expuesto artículo 61.3 LORPM. 
 
Sobre el tipo de responsabilidad ante la que nos encontramos se ha pronunciado 
Ornosa Fernández68 que estima que estamos ante una responsabilidad civil directa 
que surge porque el hijo ha cometido un delito. Es decir, entiende que estamos ante 
una responsabilidad objetiva pero, en realidad, es cuasi-objetiva al establecer el 
referido artículo la posibilidad de moderación que puede determinar el juez si los 
padres determinan que actuaron con la diligencia que les es propia sin mediar dolo 
en la misma. Hay, por lo tanto, una inversión de la carga de la prueba pero que solo 
sirve para moderar la conducta y no excluirla69. 
 
Asimismo, Gómez Calle70 también entiende que estamos ante una responsabilidad 
objetiva ya que en ningún momento se anuncia que esta esté relacionada con el 
hecho de que se haya dado algún tipo de culpa por parte de los padres.  
 
En lo respectivo a las características ya hemos visto que estamos ante una 
                                                 
68 ORNOSA FERNÁNDEZ, op. cit, pág. 546. 
69 En este sentido ATIENZA NAVARRO, Maria Luisa. La Responsabilidad civil por los hechos 
dañosos de los alumnos menores de edad. Granada: Comares, 2000. ISBN:  
978-84-8444-274-5. Pág. 378. 
70 GÓMEZ CALLE, Esther. Responsabilidad de padres y centros docentes. En Lecciones de 
Responsabilidad Civil, REGLERO CAMPOS (coord.), Navarra: Aranzadi, 2002. 
ISBN:84-8410-920-8. Pág. 1139. 
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responsabilidad objetiva cometida por un ilícito penal del menor y que demostrado 
esto ya va haber responsabilidad solidaria sin que se pueda tener en cuenta lo visto 
respecto al nexo causal ya que solamente esta sirve para moderar la cuantía pero en 
ningún caso excluirla.  
 
La jurisprudencia en lo respectivo al tipo de responsabilidad que recae sobre los 
padres es bastante unánime con la doctrina. Ejemplos de ellos los encontramos en la 
SAP de Zaragoza 1016/2014, de 30 de mayo de 2014- sobre un robo con violencia 
por parte de un menor- que interpreta el artículo 61.3 LORMP de la siguiente manera: 
«De lo cual se deduce que la responsabilidad de los padres puede calificarse como cuasi 
objetiva, pues serán responsables civilmente en todo caso, y con carácter solidario, sin que 
sea necesario que se demuestre que han incurrido en culpa in vigilando, siendo tal 
responsabilidad susceptible de modulación -que no de exclusión- en función de lo previsto en 
el segundo inciso de éste precepto legal».71 
 
Concordante con esta sentencia y también con la doctrina tenemos la SAP 
Pontevedra 690/2014, de 14 de mayo de 2014- sobre un menor que cometió un delito 
de lesiones y una falta de maltrato de obra- estableció que: «Sobre la base de la 
responsabilidad civil que dicho precepto establece, la de los padres del menor infractor es una 
responsabilidad objetiva que conlleva su responsabilidad en todo caso de ejercicio de 
custodia, si bien podrá moderarse (...) Conforme a ello el responsable civil no queda 
exonerado ni siquiera probando ausencia de culpa y negligencia en su labor de guarda, y 
responde de forma solidaria, alejándose de la subsidiaria del Código Penal (artículos 120 y 
121 ) y del principio de culpa presente también en el 1.903 del Código Civil». 
                                                 
71 La misma sentencia cita otras sentencias que se orientan en la misma dirección: SAP 
Sevilla, Penal sección 3 del 17 de Septiembre del 2009 ( ROJ: SAP Sevilla 3271/2009 ); SAP, 
Penal sección 2 del 09 de Junio del 2004 ( ROJ: SAP Córdoba 870/2004) Recurso: 109/2004 
etc. Dice esta última que "No cabe duda de que el sistema presenta notables diferencias tanto 
del que regula la responsabilidad " ex delicto" que se basa de forma expresa en la culpa o 
negligencia del responsable, como del régimen de responsabilidad extracontractual previsto 
en el art. 1903 CC , que también se apoya en criterios subjetivos a pesar de que la 
jurisprudencia haya avanzado hacia la cuasi- objetivización. Es claro, pues, conforme a su 
interpretación tanto literal, como finalista ( art. 3 CC ) del art. 61. L.R.O.P.M que la 
responsabilidad de los tutores y guardadores es objetiva a todos los efectos".  
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En este aspecto vemos, por lo tanto, que no se han suscitado demasiados 
conflictos.  
 
III.1.2.2. La responsabilidad entre los progenitores 
 
 
Donde sí se ha suscitado más debate ha sido cuando los progenitores están 
separados entre sí. Como ya nos hemos referido en el apartado anterior —al hablar 
del artículo 154 CC sobre la patria potestad— podría ser que estuviésemos ante un 
supuesto en que la guarda del menor la tuviese uno de los padres y el otro no, por 
separación o divorcio, en cuyo caso parece que la doctrina no es tan unánime como 
en el hecho de que la responsabilidad establecida en el artículo 61.3 es objetiva.  
 
En este aspecto se ha pronunciado Cuesta Merino72 al opinar que en este caso 
que el artículo no habla en ningún momento de que el menor esté bajo la guarda de 
los padres. En consecuencia si alguno de los padres de estos menores estuviera 
separado o divorciado no impediría que la responsabilidad se atribuyese a ambos.  
 
Ahora bien, Font Serra73 piensa que la responsabilidad solo ha de ser para aquel 
progenitor que, en el momento en que el menor infringe una normativa, tenga la 
guarda y custodia. En su justificación, hace referencia al requisito que hemos 
comentado en la vía de la jurisdicción civil en cuanto a que el art. 1903 CC exige que 
el responsable tenga la guarda cuando se da el suceso así como en el artículo 120.1 
CP sobre la responsabilidad de los padres cuando tienen hijos mayores de edad en 
que se exige que haya patria potestad así como convivencia con ellos.  
 
En el caso en que no hubiese divorcio ni separación la patria potestad sería 
                                                 
72 CUESTA MERINO, José Luís, La responsabilidad civil en el nuevo proceso penal de 
menores. En Justicia penal de menores y jóvenes (Análisis sustantivo y procesal de la nueva 
regulación). Valencia: Tirant lo Blanch. ISBN:848-44-2633-5. Pág. 327 
73 FONT SERRA, Eduardo. Responsabilidad civil del menor en la Ley de Responsabilidad 
Penal del Menor. Barcelona: Atelier, 2003. ISBN:978-8-95458-84-1. Pág. 96. 
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entonces conjunta siguiendo la regla general del artículo 156 CC y, por lo tanto, 
respondiendo de las actuaciones del hijo.  
 Ahora bien, en esta regla básica que acabamos de comentar hace una reflexión 
Gómez Calle74 sobre el valor que en el caso en que uno de los dos progenitores 
consiguiese acreditar que tuvo la diligencia adecuada para evitar el daño debería ser 
excluida de esta responsabilidad civil.  
 
Sobre este aspecto se ha pronunciado la jurisprudencia. Así, la SAP de Madrid 
12412/2010, de 24 de junio de 2010- en que un menor comete un delito y se había 
atribuido la responsabilidad a ambos cuando el matrimonio estaba disuelto y tenía la 
guarda el padre- alega que: «Tal y como se establece en la resolución impugnada, el 
divorcio de los padres no exime a ambos progenitores de la obligación de responder "ex art. 
61.3 LORPM, pues ambos, en el ejercicio de la patria potestad, han contribuido de igual modo 
a la formación del menor, que en el caso enjuiciado, a la vista de la responsabilidad que se ha 
establecido, presenta carencias significativas, pues el menor no ha tenido inconveniente en 
acometer una conducta singularmente arriesgada, para sí y para otros, utilizando un vehículo 
que presentaba déficits importantes en materia de seguridad, hecho que además era exigible 
conociesen ambos progenitores». 
 
En este sentido vemos como la jurisprudencia coincide con lo expuesto por Cuesta 
Merino ya que la ley no dice que será el que esté bajo la guarda y por lo tanto difiere 
de Font Serra que consideraba que solo era atribuible a quien ejercía la guarda en 









                                                 
74 GÓMEZ CALLE, Responsabilidad de padres y..., op. cit. Pág. 1118. 
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  III.2. La responsabilidad de los Centros Docentes Públicos 
 
 
En el fundamento sexto de la STSJ del País Vasco 93/2011, de 8 de febrero de 
2011, se trata el tema de la responsabilidad civil de la Administración, en correlación 
con la del profesorado. En este caso se denegó al considerar que no se había 
cumplido el requisito del nexo causal y que no cabe considerar al servicio público 
como «centro de imputación automática de cualquiera de los hechos que acaezcan en el 
área material de aquel (...) ni elevar la diligencia de los servicios públicos a un cuidado total 
sobre las personas que se encuentran en el recinto del servicio y de las conductas que 
aquéllos desarrollen dentro de él»'.  
 
Para la valoración de si fue correcta la decisión del juez se ha de tener presente 
que el IES Talaia BHI, centro en el que estudiaba Jokin y en el que sucedieron parte 
de los delitos, es un centro de enseñanza público ya que si la situación se hubiera 








III.2.1.1. La tipificación mediante la LRJAP 
 
 
En primer lugar, en este apartado se ha de dejar claro que nos encontramos ante 
un centro docente público por lo que queda excluido del régimen de aplicación del CC 
en sus artículos 1903 y 1904. Ello es así porque desde el año 1992 aprovechando 
que se había reformado el CC y el CP, la Administración reestableció su propia 
regulación en cuanto a responsabilidad de la misma así como la de los funcionarios 
mediante la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante 
LRJAP). En consecuencia, estos artículos del CC solo son aplicables para los centros 
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docentes privados que no son objeto de análisis en el presente trabajo75. 
 
En cuanto a la responsabilidad de la Administración como titular del centro público 
es interesante destacar la línea seguida por Caño Grañeras76 que establece, a 
nuestro parecer adecuado, los requisitos que se han de dar para que esta se llegue a 
dar la misma:  
 
En primer lugar es necesario que se dé el daño en el sentido recogido en el artículo 
141.1 LRJAP que nos dice que «sólo serán indemnizables las lesiones producidas al 
particular provenientes de daños que este no tenga el deber jurídico de soportar». Asimismo 
excluye los casos de fuerza mayor.  
 
También se necesita que haya una responsabilidad objetiva en atención de la 
literalidad del artículo 139.1 LRJAP que expone que «los particulares tendrán derecho a 
ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que 
sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos (...) siempre que la lesión sea consecuencia 
del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos». En consideración a esto 
existirá nexo causal siempre que los daños que se produzcan sean atribuibles a la 
Administración que será la responsable por el mal funcionamiento de los servicios 
públicos. 
En la relación al anterior requisito se destaca que hay «responsabilidad por parte de la 
Administración como consecuencia del daño por el funcionamiento anormal de los servicios 
públicos educativos»77 y se considera que un comportamiento doloso por parte de los 
alumnos que causen daño a un tercero se considera incluido.  
 
Pero además, también se podría incluir dentro del funcionamiento normal de la 
Administración al entender que la misma en este aspecto está llevando una práctica 
                                                 
75 CAÑO GRAÑERAS, op. cit., págs. 42-44. 
76 Ibid, pág. 48 
77 Ibid, pág. 49. 
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de una actividad de la cual se pueden derivar potencialmente riesgos, y deben 
quedar cubiertos al formar parte intrínseca de la propia actividad78. 
 
Finalmente como último aspecto se reconoce que hay una serie de exoneraciones 
pero para el caso que estamos tratando no serían aplicables dado que las relativas a 
la culpa de un tercero no se incluyen a los alumnos dentro del servicio público 
ordinario de enseñanza, alegando que sus actuaciones no rompen con el nexo 
dañoso causado por una persona79. 
 
 
III.2.1.2. El nexo de causalidad 
 
En lo relativo a este nexo causal, motivo principal por el cual el juez desestimó la 
pretensión en nuestro caso80, se considera que ha de ser la causa efectiva daño para 
considerar que hay responsabilidad objetiva y que se puede dar por omisión.  
Con esta referencia podríamos entender que los hechos sucedidos en el centro 
escolar se dan cuando hay intercambio de los profesores, entonces el hecho de que 
no haya profesor durante esos lapsos de tiempo podría considerarse conducta 
omisiva en el sentido de no haber nadie vigilando a los menores durante un período 
de tiempo81. 
 
Ahora bien, respecto a esta posición cabe destacar la matización que hace 
Pantaleón Prieto82  que entiende que solo se deberían resarcir aquellos daños 
propios del riesgo de la actividad que se esté llevando a cabo, es decir todos aquellos 
que se entiendan potencialmente susceptibles de darse en el ejercicio de la 
enseñanza.  
                                                 
78 CAÑO GRAÑERAS, op. cit., pág. 51. 
79 Ibid, pág.54. 
80 En este punto nos remitimos al Capítulo III, apartado 2.1. 
81 CAÑO GRAÑERAS, op. cit, pág. 53. 
82 PANTALEÓN PRIETO, A. ‘’Los anteojos del civilista: Hacia una revision del regimen de 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas’’. DA, 237-238, enero-junio de 
1994, págs. 239-253. 
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En un sentido parecido encontramos a Sánchez Morón83 que considera que en 
lo relativo a la relación de causalidad no se puede interpretar de forma tan 
contundente este precepto, sino que hay que ser más rigurosos y adentrarse a lo que 
realmente se nos quiere transmitir. De lo contrario no se estaría dando límite alguno a 
la responsabilidad objetiva de la Administración.  
 
Sobre el nexo de causalidad se ha pronunciado en reiteradas ocasiones la 
jurisprudencia.  
 
Por ejemplo en la STSJ de Andalucía 7813/2013, de 27 de mayo de 2013 en se 
da un caso de agresión en un centro escolar público que termina con la menor 
inconsciente en el suelo lo que le causa unas lesiones graves en la cabeza por la 
caída siendo todo presenciado por la profesora de música. La parte recurrente 
solicitaba la culpa in vigilando por parte de la profesora de música como nexo causal 
del suceso pero el juez lo desestimó al entender que no se podía dar nexo causal 
porque «la agresión fue inesperada e imprevisible, por lo que no pudo ser evitada, salvo, 
como es lógico, que todos y cada uno de los alumnos de la clase de primaria estuvieran 
sometidos a una estrecha vigilancia lo que, desde luego, no resulta razonable exigir». Ahora 
bien, en relación a esto último se ha de añadir que el mismo tribunal consideró que al 
haberse dado vigilancia de la profesora no se le puede atribuir nada relacionado con 
la ausencia del profesor en la clase. 
 
De ello podemos derivar hacia el caso que analizamos que habría que tener en 
cuenta si la presencia del profesor en aquel momento en que, por ejemplo, se le 
lanzaron rollos de papel higiénico en la mesa podría haber evitado el acoso y si, aun 
dándose el intercambio de clases, en este caso sí que podría haberse dado culpa in 
vigilando por parte del profesor que dejó solos a los alumnos durante esos minutos.  
                                                 
83 SÁNCHEZ MORÓN, M. ‘’Sobre los límites de la responsabilidad civil de la Administración’’. 
REDA, 7, 1975, pág. 645. 
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En la SAN 406/2013, de 1 de febrero de 2013 ante un supuesto probado de 
acoso escolar el tribunal desestimó la responsabilidad de la Administración al 
entender que «la Sala no ha podido identificar en los episodios concretos acaecidos, 
negligencia o ausencia de actuación del personal del Centro Educativo que pudiera calificarse 
de culpa invigilando, sobre todo teniendo en cuenta las concretas actuaciones e 
intervenciones, en ningún caso discutidas, que tuvieron en los incidentes del Centro, de 
manera inmediata, y llevando a cabo un correcto seguimiento de los conflictos y reyertas de 
los alumnos».  
 
En lo respectivo a nuestro caso cuando estas actuaciones se iban a dar tuvieron 
lugar demasiado tarde. Si bien la Directora aludía que no tuvo constancia de los 
hechos hasta que fue demasiado tarde se ha de decir que ya los profesores estaban 
al corriente de algunas de las situaciones que se sucedían al ver los rollos de papel 
higiénico en su mesa, y que debería de haber informado a la Directora del centro. En 
este caso no hubo ningún tipo de intervención84. 
 
En consecuencia para los menores del caso Jokin parece también un motivo que 
conllevaría a la no responsabilidad por parte del centro docente al tener los menores 
15 años y empezar a tener capacidad de discernimiento en este tipo de situaciones 
junto al cuidado con que realizaban estas actuaciones podría entenderse que los 
profesores dejaran la clase sola durante el intercambio donde se daban ciertas 
agresiones, cosa que en el caso de niños de 5 o 6 años sería una total 
irresponsabilidad.  
 
 En este mismo sentido se pronunció el Tribunal Supremo en la STS 4334/2008, 
de 14 de julio de 2008 en un caso de lesiones al chocarse un niño con otro y hacerse 
daño en la boca en la hora del patio al establecer que «...resulta evidente que no es 
                                                 
84 Nos remitimos al Capítulo I apartado 1.3. 
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exigible con la misma intensidad cuando se trata de cuidar niños de seis años que si 
corresponde controlar a adolescentes de quince, del mismo modo que no cabe pedir durante 
el recreo ordinario una atención igual a la que debe desenvolverse durante una práctica 
deportiva de cierto riesgo o frente a un alumno expulsado por agredir repetidas veces con un 




  III.2.2. La responsabilidad mediante la vía prevista por la LORPM 
 
 
En este punto, lo primero que debemos destacar es que entre los sujetos que se 
recogen como responsables en el artículo 61.3 LOPRM no encontramos 
textualmente que se recojan a los centros docentes en el mismo ni a los profesores 
ya que este solo establece que serán responsables «sus padres, tutores, acogedores y 
guardadores legales o de hecho, por este orden». 
 
Antes hemos visto como en el caso de los padres la vía de la LORPM implicaba 
someterse a las reglas de la propia LORPM así como a las del CP. En esta ocasión la  
legislación prevé que si se opta por esta vía en el caso que un menor cometa un acto 
ilícito en el centro docente y al margen de que quede bajo el amparo o no del 
concepto de guardador de hecho, como se ha discutido y a continuación veremos, se 
incluye dentro del artículo 61.4 que establece que «en su caso, se aplicará también lo 
dispuesto en el artículo 145 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Común» que hemos comentado en el 
apartado anterior.  
 
En relación al concepto de guardador de hecho se ha pronunciado Atienza 
Navarro85 que considera que no se puede incluir en el concepto de guardador 
haciendo consideración a la literalidad del artículo 303 del CC que establece que es 
                                                 
85 ATIENZA NAVARRO, op. cit., pág. 412. 
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tal «quien se ocupa del menor». Es por ello que en este sentido se posiciona en no 
poder hacerse extensible a los titulares de los centros docentes.  
 
En contraposición a esta nos encontramos a De la Rosa Cortina86 que admite que 
los profesores estén incluidos en este debatido concepto de guardador dado que en 
el Anteproyecto de la Ley de Justicia Juvenil de 30 de octubre de 199787 se debatió 
la inclusión de los profesores en este artículo y, en consecuencia, ello denota interés 
por su inclusión.  
 
Ante toda esta discusión, es interesante destacar la determinación la Fiscalía 
General del Estado en la Instrucción 10/200588 que consideró que la figura del 
guardador de hecho incluye al Centro Docente pero aun así ninguna de las posibles 
variantes que hemos visto son descartables, generándose un sistema variado de 
exigencia de responsabilidad al centro docente que quedaría de la siguiente manera: 
 
- La reclamación por la vía del artículo 61.3 LOPRM. 
- La dirigida en amparo del artículo 1903.5 CC que expone que «durante los períodos 
de tiempo en que los mismos se hallen bajo el control o vigilancia del profesorado del 
centro, desarrollando actividades escolares o extraescolares y complementarias» por 
la cláusula de supletoriedad establecida en el artículo 4.3 que establece que ''las 
disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en las materias regidas 
por otras leyes. 
- De forma alternativa podría irse por la vía de la responsabilidad subsidiaria del Centro 
docente en virtud del artículo 120.3 del CP, como supletorio de la LORPM o 121 CP si 
estos centros son públicos. 
                                                 
86 DE LA ROSA CORTINA, José Miguel. Notas sobre Responsabilidad civil en Derecho Penal 
de Menores. Estudios del Ministerio Fiscal I, 2000.  
87 El PSOE defendió la referencia expresa del profesorado en el artículo a lo que el Partido 
Popular contestó que el juez ya se encargaba de modificar la responsabilidad civil incluso a 
los maestros (DS. Comisiones, 9 de diciembre de 1999, nº 541, y 16 de diciembre 1999, nº 
156, pág. 7658).  
88 Fiscalía General del Estado, Instrucción 10/2005, de 6 de octubre. Sobre el tratamiento del 
acoso escolar desde el sistema de justicia juvenil, apartado 9 ''Aspectos relativos a la 
responsabilidad civil''. 
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Relevante porque concuerda con la posición de la Fiscalía encontramos la SAP 
Vitoria 336/2005, de 27 de mayo de 2005 en la que se estableció que «en base a las 
consideraciones expuestas, sería posible ejercitar en la citada Pieza una acción contra el 
menor responsable y sus padres como responsables directos y solidarios y contra un Centro 
educativo privado o público como responsable civil subsidiario, al amparo de los artículos 
120.3 y 121 CP. Esta es una posición que mantienen ciertos autores (...) y algunos de ellos 
también han sostenido que dentro de la mención de "guardadores" que se recoge en el art. 
61.3 LORP». 
 
De esta forma, la SAP Madrid 1395/2012, de 22 de febrero de 2012 también 
recoge la vía propuesta en la SAP de Vitoria y el Informe del Ministerio Fiscal al 
establecer que «en síntesis, para que pueda apreciarse la responsabilidad del centro 
docente por los delitos o faltas en que hubieses incurrido los alumnos del Centro, deben estar 
bajo el control o vigilancia del profesorado del centro, desarrollando actividades docentes, o 
extraescolares y complementarias. Su fundamento estaría en figura del guardador del art. 
61.3 de la LORPM; en el art. 1903.5 del CC, que es norma supletoria conforme a lo dispuesto 
en el art. 4.3 del referido código; o finalmente en el art. 120.3 del CP, que así mismo es norma 
supletoria». 
 
Este abanico de opciones ha sido duramente criticado por Albert Pérez89 que 
considera que la aplicación del artículo 120.3 CP a los centros privados conllevaría 
una desigualdad de trato respecto a los públicos, ya que si bien está la cláusula, a 
priori, subsidiaria del artículo 121 CP esta solo es aplicable a los delitos cometidos 
por funcionarios públicos, de tal forma que es inaplicable como subsidiario ya que no 
se hace referencia a la comisión de delitos por parte de los menores.   
 
También se critica la aplicación del 61.3 LORPM al entender que- y en esto 
                                                 
89 ALBERT PÉREZ, Silvia. Sistema de responsabilidad civil derivada de delito cometido por 
menores de edad. Granada: Comares, 2007. ISBN: 978-84-9836-260-2, págs. 24-77.  
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comparte el punto de vista de Atienza Navarro —si no hay guarda en el sentido 
estricto del artículo 303 CC no es aplicable lo previsto en el 61.3 LORPM cuando 
hace referencia a guardadores de hecho. En consecuencia solo establece que en 
estos casos es posible la vía, de forma exclusiva, del artículo 1903.5 CC.  
 
Para Rodríguez López90 los centros docentes no quedan bajo el amparo del 
artículo 61.3 LORPM ya que si se atiende la literalidad de la frase se puede concluir 
que no se incluye expresamente como sí se hizo en el CP de 1973 y, aunque se diera 
el caso de que quedasen incluidos como guardadores de hecho como reconoce que 
defienden otros autores, el tenor literal del artículo haría prácticamente improbable 
que pudiera terminar siendo responsable ya que se sitúa en el último lugar de la 
responsabilidad.  
 
No obstante, ya la primera sentencia en que se manifestó una solución a este 
conflicto difiere de estos últimos autores. Ello sucedió en la SAP de Santander 
2471/2003, de 23 de diciembre de 2003 ante un caso de agresión física- en este caso 
una bofetada- por parte de un compañero de clase a otro así como amenazas a 
través del móvil mientras estaban de excursión se determinó la responsabilidad del 
centro docente al establecer que «el centro de enseñanza se va a equiparar al guardador 
de hecho (entendiendo por tal, en sentido amplio, aquella persona que, por propia iniciativa o 
por acuerdo con los padres o tutores, ejercita funciones de guarda, de forma continuada e 
independiente), ya que sumen por delegación las funciones de vigilancia y guarda de los 
menores desde su entrada en el centro hasta la salida del mismo, durante la jornada lectiva 
de forma regular durante todo el año escolar (sin olvidar, lógicamente, el relevante papel que 
desempeña en la formación y educación del menor)». 
 
Recientemente, la SAP de Logroño 4/2015, de 8 de enero de 2015- un caso en 
que un menor recibe una bofetada en público por parte de otro menor en el colegio 
                                                 
90 RODRÍGUEZ LÓPEZ, Acoso escolar..., op. cit., pág. 175. 
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cuando este previamente ya se había cambiado del anterior colegio donde sufría 
agresiones junto con otros compañeros- ha hecho una aclaración muy importante 
sobre el concepto que difiere de la doctrina al considerar que la vía del guardador de 
hecho no se ha de relacionar con la literalidad del concepto recogido en el artículo 
303 CC. De este modo establece que «el concepto “guardador de hecho” del artículo 61.3 
de la Ley Orgánica 5/2000 de Responsabilidad Penal de los Menores ha de interpretarse, no 
como una remisión en exclusiva a la situación específica a la que se refieren los arts. 303 y 
304 del Código Civil , sino a un concepto fáctico, esto es, a quien está de hecho ejerciendo 
labores de custodia de un menor , como sin duda son los centros escolares, que ostentan esa 
guarda transitoriamente (durante el horario escolar) precisamente porque es su función, dada 
la obligatoriedad de escolarización de los menores de 16 años; obligatoriedad que, además, 
impide a los padres otra alternativa que no se a la de llevar a sus hijos al colegio o instituto, 
sustrayéndolos en consecuencia durante las horas lectivas del control parental directo, control 
que la Ley delega en el centro escolar». 
 
Ahora bien, no parece que toda la jurisprudencia sea unánime en este caso. 
Véase, por ejemplo, lo que la SAP Málaga 4139/2013, de 23 de julio de 2013 al decir 
que: «En suma, la remisión que hace el número 4 del artículo 61 de la Ley sobre 
responsabilidad penal de los menores al 145 de la Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
"en su caso", se ha interpretado en relación con el número 3 como responsabilidad directa 
cuando se encuentre la Administración en alguna de esas situaciones de tutela o guarda legal 
o de hecho, sin identificarse con la responsabilidad patrimonial por funcionamiento anormal de 
los servicios públicos ya que aquella presenta un origen ex delicto»91. 
 
Por último, a pesar de la redirección hacia la LRJAP, la jurisprudencia reconoce 
también la posibilidad de moderación de la responsabilidad ya que es un sujeto que, 
como ya hemos comentado, queda incluido en el 61.3 —en relación a los padres—. 
                                                 
91 En este sentido se ha pronunciado también la SAP Málaga 573/2014, de 13 
de enero de 2014.  
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Así, la SAP Lérida 465/2006, de 2 de febrero de 2006 que dispone que «Por otro lado, 
debe significarse que art. 61-4 LORPM establece que, en su caso, se aplicará también lo 
dispuesto en el art. 145 de la Ley 30/1.992, de 26 de noviembre , de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, precepto éste que 
debe entenderse en relación con el propio art. 61-3 en el sentido que podrá deducirse ("en su 
caso, y no en todo caso) la responsabilidad civil contra la Administración Pública ante el 
Juzgado de Menores, y en esta pieza de responsabilidad civil, cuando dicha Administración se 
encuentre en alguna de aquéllas situaciones legales, es decir, tutor, acogedor o guardador 
legal o de hecho respecto del menor causante de los daños y perjuicios».92 
 
  III.2.3. La atribución de responsabilidad al profesorado  
 
 
Con la modificación de la LRJAP en el año 1995 quedó derogado el artículo 43 de 
la misma en que se permitía la acción directa contra los funcionarios, entiéndase en 
nuestro caso contra los profesores de centros públicos. Actualmente, nos 
encontramos con el artículo 145.1 LRJAP que exige que se ha de dirigir directamente 
a la Administración la acción patrimonial que se haya suscitado. Además, con la 
modificación posterior en el año 1999 se introdujo el artículo 146.1 LRJAP que 
recoge que «la responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas, así como la responsabilidad civil derivada de delito, se exigirá de acuerdo con lo 
previsto en la legislación correspondiente». De esta forma se desvinculó de forma 
definitiva de lo dispuesto en los artículos 1902 y 1903 CC sobre que era aplicable al 
no haber regulación expresa en la LRJAP93. 
 
Toda esta aclaración previa es importante en tanto que se ha venido entendiendo, 
por parte de algunos sectores de la doctrina como es el caso de Atienza Navarro94, 
que los profesores tras dicha derogación habían quedado en una situación de 
                                                 
92 En este sentido se ha pronunciado la SAP Salamanca 599/2014, de 20 de octubre de 
2014. 
93 Sobre esta aclaración normativa se pronunció CAÑO GRAÑERAS, pág. 65.  
94 ATIENZA NAVARRO, op. cit., pág. 470. 
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inmunidad. Es decir entendían que se había dado una sustitución de la 
responsabilidad siendo entonces la de la Administración Pública por la de los 
profesores frente a los perjudicados.  
 
Ahora bien otro sector de la doctrina, en el que se sitúa Caño Grañeras95, defiende 
que «la responsabilidad de los profesores no queda sustituida por la de la Administración, 
sino sólo aplazada temporalmente hasta el ejercicio de la acción de regreso, en el caso de 
dolo o culpa grave». Ello sucederá cuando se den los requisitos recogidos en el artículo 
145.2 y 396 de la LRJAP que, grosso modo, son: 
 
 La previa indemnización por parte de la Administración a los perjudicados. 
 Que se haya dado dolo o culpa grave en los docentes.  
 Valorar el daño producido para determinar si hay responsabilidad. 
 Si esta responsabilidad ha sido profesional mediante la observación del resultado 
del daño producido.  
 
En cuanto a la posible consideración del profesor como guardador de hecho del 
artículo 61.3 LORPM se ha pronunciado Rodríguez Amunátegui97 que considera que 
la no inclusión en el mismo es desacertada pero carecería de sentido incluirlo en el 
mismo porque si no no se hubiera derogado el antiguo artículo 22 CP que sí que 
atribuía expresamente esta responsabilidad. Ahora bien, el mismo considera que el 
hecho de no estar recogido explícitamente en este artículo no va a impedir la 
exigencia de responsabilidad derivada del artículo 1902 CC si ha mediado culpa o 
negligencia. 
 
Todo esto nos sirve para determinar la responsabilidad del profesorado en el 
presente caso, pero para poder darse esta situación se ha de determinar los 
                                                 
95 CAÑO GRAÑERAS, op.cit. págs. 42-44. 
96 Concretar lo que dicen estos artículos.  
97 RODRÍGUEZ AMUNÁTEGUI, Carlos. La responsabilidad civil derivada del bullying y otros 
delitos de los menores de edad. Madrid: Laberinto, 2007, págs. 74-75.  
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elementos necesarios para que haya responsabilidad, en primer lugar, de la 








El hecho de que los sucesos que derivaron a la muerte de Jokin se diesen entre 
el Instituto de Educación Secundaria Talaia y fuera del mismo como el caso del 
campamento donde se dieron represalias al hecho de que fuera el único que no 
interceptó la carta dirigida a sus padres en la que se explicaba que su hijo, junto a sus 
compañeros, habían estado fumando marihuana. Esto le llevó a una serie de 
represalias físicas o psíquicas de estos porque ello conllevó a que el resto de 
progenitores se enterasen98. 
 
Cabe remarcar aquí, como se ha mencionado en otros apartados, que la actitud 
de los progenitores de estos menores a lo largo de los hechos y del procedimiento ha 
sido de disculpa hacia los actos de sus descendientes. Este hecho es relevante para 
determinar si se podría haber imputado la responsabilidad a los padres por las 
conductas de los hijos cometidas en el centro escolar.  
 
 
  III.3.1. La culpa in vigilando o in educando de la vía civil 
 
Como analizaremos en este apartado todo parece enfocarse a la discusión de si 
la responsabilidad de los padres se ha suscitado por culpa in vigilando o por culpa in 
educando: 
 
En primer término, encontramos a autores tales como Atienza Navarro99 que 
                                                 
 
98 Nos remitimos al Capítulo I en su apartado I.3. 
99 ATIENZA NAVARRO, op.cit,. Págs. 477-478. 
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consideran que la responsabilidad de los padres no se puede dar por culpa in 
educando, sino por una culpa in vigilando previa que haya contribuido a que este 
menor haya realizado dichos actos lesivos en el colegio. Esta culpa in vigilando 
incluye actos tales como enseñar a sus hijos a no realizar según qué actividades y a 
comportarse de un determinado modo. En tales casos se entiende que la 
responsabilidad sería de ambos.  
 
Sin embargo, Sílvia Díez Alabart100 defiende precisamente el hecho de que la 
guarda y el control por parte del centro escolar no implica que una actitud negligente 
hacia la educación de los hijos tenga que atribuirse per se al instituto. Esta no sería 
culpa in vigilando sino in educando. En consecuencia la responsabilidad se debería 
atribuir a los padres o a ambos si se demuestra la culpa en el centro escolar. 
 
Esta distinción doctrinal es básica porque las responsabilidades que se pueden 
derivar de ello son diferentes:  
 
Como el presupuesto objetivo de la responsabilidad del centro escolar es claro 
que hay culpa in vigilando, como ya hemos tratado, al darse concurrencias de culpas 
de este tipo, tanto por parte del centro escolar como los padres sería solidaria, 
pudiendo dirigirse los padres de Jokin tanto contra el IES Talaia como contra los 
padres de los menores ya que entendemos por lo expuesto en la sentencia que los 
padres no acaban de actuar con toda la diligencia que cabría esperar de ellos. En 
caso de no fundamentarse del todo la actitud de estos padres simplemente habría 
responsabilidad objetiva por parte del colegio público ex. art. 139 LRJAP si se diesen 
los requisitos que ya hemos tratado101. 
 
La doctrina ha defendido que sería correcto aplicar la solidaridad y no 
mancomunidad, dado que se ha entendido que el artículo 1.137 CC que expone que 
                                                 
100 DÍAZ ALABART, Silvia. Notas a la responsabilidad de los profesores..., op. cit., pág. 445. 
101 En este punto nos remitimos al capítulo II, apartado 2.1. 
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«la concurrencia de dos o más acreedores o de dos o más deudores en una sola 
obligación no implica que cada uno de aquéllos tenga derecho a pedir, ni cada uno de 
éstos deba prestar íntegramente las cosas objeto de la misma»102. 
 
Además, se remarca que la solidaridad es la regla que establece el Código Penal 
en cuanto a la responsabilidad civil en virtud del artículo 116.2 al decir que «los 
autores y los cómplices, cada uno dentro de su respectiva clase, serán responsables 
solidariamente entre sí por sus cuotas»103. 
 
Como en el caso que se nos presenta estaríamos hablando de un caso de 
responsabilidad civil y además de ámbito extracontractual como hemos destacado 
antes podríamos afirmar que podría darse responsabilidad solidaria si aplicamos el 
término de la culpa in vigilando.  
 
Ahora bien, si lo que entendemos es que hay concurrencia de culpa in educando 
por parte de los padres y culpa in vigilando en relación al centro que defiende la 
doctrina contraria la responsabilidad variaría en cuanto a su calificación inicial: para 
esta parte de la doctrina siempre habrá responsabilidad de los padres porque 
consideran que «con la transferencia de la guarda y el control de hecho al centro no 
se transfiere toda la responsabilidad, de tal forma que quede sustituida la 
responsabilidad de los padres»104. 
 
En lo que respecta a la jurisprudencia si bien en los años noventa se estableció 
una posición bastante contraria a la doctrina comentada —que fue bastante crítica 
con las posición que defendía el juez—, se puede apreciar un acercamiento bastante 
plausible a esta desde haces unos años:  
 
                                                 
102 En este sentido se ha pronunciado PAÑOS PÉREZ, op. cit., pág. 30. 
103 En este sentido se ha pronunciado ATIENZA NAVARRO, op. cit., pág. 564. 
104 CAÑO GRAÑERAS, op. cit., pág. 114.  
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Así pues, en un primer momento nos encontramos con la STS 8281/1994 de 15 
de diciembre de 1994 en la que se consideraba que «mal puede atribuirse, siquiera por 
referencia, responsabilidad alguna a los padres de la víctima, pues durante su estancia en el 
Colegio no ejercían ni podían ejercer reglamentariamente misión alguna de control y vigilancia 
del menor, lo que correspondía a los empleados escolares encargados de tal cometido, ya 
que dichas funciones se entienden que los padres las delegan en el Centro, desde el 
momento en que los menores acceden al mismo hasta que se produce su salida ordenada». 
 
Además esta sentencia nos es interesante porque en principio hasta el momento 
del suceso de nuestro caso la tendencia que se seguía era la establecida por el 
Tribunal Supremo la cual no fue considerada por el Juez en el momento de atribuir la 
responsabilidad al Centro Docente.  
 
No es hasta dos años después del suceso en que las sentencias se vuelven a 
pronunciar en el mismo sentido valorativo en que se hizo con Jokin, es decir 
admitiendo la posible concurrencia de culpas. Véase, por ejemplo, la SAP de Sevilla 
3711/2007, de 30 de noviembre de 2007 en la que se considera la posible 
concurrencia de culpas al establecer que «no es obstáculo para que, junto a la 
responsabilidad de los titulares del centro docente, se aprecie, al mismo tiempo la de los 
padres, operando entonces las reglas aplicables a los casos de concurrencia de varios 
culpables, si se da el supuesto de que se aprecie que contribuyeron negligentemente, en 
alguna medida, a la producción del daño».  
 
También podríamos considerar la SAP Alicante 4188/2009, de 10 de diciembre 
de 2009 que alude al concepto de culpa in educando que defiende Díez Alabart al 
determinar que: «Los hechos dañosos, por más que se produjeran en el interior del recinto 
escolar, y tuvieran por sujeto pasivo a un profesor del mismo, a falta de mayor acreditación 
sobre omisiones o déficit de diligencia por parte del Instituto, han de encontrar su origen en 
una formación no adecuada del menor, imputable a su progenitora, por la vía de la culpa "in 
educando", y ello la hace responsable». 
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Es por ello que se puede decir que la posición doctrinal finalmente se ha 
impuesto y que, por consiguiente, los hechos suscitados en el instituto a Jokin no 
irían por la vía jurisprudencial de los noventa en que se consideraba que se podría 
haber excluido de responsabilidad a los padres al darse en el centro escolar, siendo 
actualmente responsables si se dan las circunstancias.  
 
De esta jurisprudencia más reciente también se derivaría que los padres cuando 
son responsables lo son por culpa in vigilando y no por culpa in educando ya que 
estas sentencias están valorando la misma al decir «si se da el supuesto de que se 




  III.3.2. La responsabilidad en cascada de la LORPM 
 
 
Cuando hablamos de solidaridad entre las partes, se ha de remarcar, en primer 
lugar, que nos estamos refiriendo al concepto dispuesto en el artículo 1.144 del CC 
por el cual se permite al acreedor, en nuestro caso los padres de Jokin, «dirigirse 
contra cualquiera de los deudores solidarios o contra todos ellos simultáneamente»105. De lo 
que trataremos en este apartado es precisamente contra quien de los sujetos 
recogidos en el artículo 61.3 LORPM respondería solidariamente estos menores y si 
sería posible que esta solidaridad se diera también entre los diferentes sujetos que se 
recogen este artículo. 
 
Por ello, hemos de ver ahora si en este caso, al ir por la vía de la prevista por la 
LORPM, podrían responder tanto los padres de los menores como el centro 
docente106 —solidariamente con los menores que cometieron el ilícito penal— o si en 
el caso de que solo fuera posible la responsabilidad de uno de ellos a quién se 
                                                 
105  Como apunta RODRÍGUEZ AMUNÁTEGUI, op. cit.; pág. 29. 
106 Como ya hemos comentado todo parece indicar que el centro docente de Jokin quedaría 
incluido en el concepto de guardador de hecho del artículo 61.3 LORPM.  
  62 
tendría que haber atribuido. 
 
Lo primero que nos llama la atención es que en este artículo se alude a la 
expresión «por este orden» cuando, previamente, hablan de la responsabilidad 
solidaria junto al menor. Ante este panorama parece, a primera vista, que el artículo 
se contradice. Sobre dicha expresión la doctrina se ha pronunciado de dos formas:  
 
Por un lado encontramos a autores tales como a Carrera Domènech107 que 
defienden el orden excluyente de esta expresión- denominada responsabilidad en 
cascada- en el sentido de que si en el momento en que se produce el ilícito están los 
padres —primeros en el orden de prelación— ya no sería posible exigir 
responsabilidad civil a los siguientes grupos. Ahora bien, el hecho de entenderlo en 
sentido literal es criticado por él mismo ya que considera injusta dicha atribución 
vulnerándose tanto los criterios objetivos como los referentes a la culpa in vigilando. 
En consecuencia, termina defendiendo que la interpretación no deja dudas sobre el 
orden de exclusión pero considera que se ha de atribuir en consideración al proceso 
educativo, en el sentido de quien es el primer responsable en dicho proceso.  
 
Para Albert Pérez108  cuando el artículo 61.3 LORPM hace referencia a la 
solidaridad lo hace en el sentido de la facultad que tienen los perjudicados de dirigir 
su acción civil frente a los responsables solidarios que se den en cada caso. Defiende, 
como hace Carrera, que se tiene que tener en cuenta también la relación que se 
establezca entre el menor y los distintos responsables para atribuir la misma, pero 
introduce una nota característica como es el hecho de que en ese caso ya no 
estamos hablando de la solidaridad en sentido propio sino de una norma propia de la 
jurisdicción de menores que tiene preferencia de aplicación sobre cualquier otra. En 
cualquier caso la idea principal es coincidente entre ambos autores. 
                                                 
107 CARRERA DOMÉNECH, J., Minoría de edad y responsabilidad civil: de la culpa in 
vigilando a los criterios objetivos. Estudio del artículo 61.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 
de enero. Puede verse en Westlaw (www.westlaw.es), BIB 2002/2154, Aranzadi, Pamplona.  
108 ALBERT PÉREZ, op.cit., págs. 54-56. 
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En lo relativo a la jurisprudencia parece que es bastante coincidente con la 
defensa del orden excluyente como se recoge en la SAP Málaga 3518/2012, de 24 
de septiembre de 2012— sobre un menor que agrede en un Centro de Educación 
Especial cuando estaba bajo la vigilancia de los cuidadores, pero la responsabilidad 
civil se atribuyó de los padres— en la que se opta por la interpretación de la 
responsabilidad civil en cascada al determinar que «así , la responsabilidad civil debería 
atribuirse a las personas citadas en primer lugar en el precepto, y sólo a ellas, cuando 
agotaran la titularidad y el ejercicio de todas las funciones de educación, vigilancia y control 
sobre el menor. Cuando ello no suceda así, y otras personas mencionadas a continuación en 
el precepto que nos ocupa sean titulares o ejerciten funciones integradas en dicho haz de 
facultades». 
 
En contraposición encontramos a De la Rosa Cortina 109  que defiende la 
posibilidad de que tanto padres como centros docentes puedan llegar a responder 
conjuntamente en atención a los criterios de culpa in vigilando e in educando en un 
sentido similar al del apartado anterior. Es decir, para que haya esta 
corresponsabilidad se ha de dar el hecho de imposibilidad de determinar la 
culpabilidad de uno u otro ya que queda catalogada como abstracta. Además, 
considera que si nos encontrásemos en tal situación podríamos utilizar el principio de 
la equidad ya que es posible que aunque se de esta abstracción no sea atribuible la 
misma responsabilidad a uno y otros conllevando la moderación prevista en el mismo 
artículo.  
 
No obstante, parece que la jurisprudencia da la espalda a este sector de la 
doctrina en atención al pronunciamiento de la SAP Cádiz 336/2003, de 11 de febrero 
de 2003 que estableció que «surge entonces el problema de saber si responden, en su 
caso, todas las personas citadas o solo una, o algunas, de ellas. La mejor protección a la 
                                                 
109 DE LA ROSA CORTINA José Miguel,  DE URBANO CASTRILLO, Eduardo. La 
responsabilidad penal de los menores. Navarra: Aranzadi, 2007. ISBN: 978-84-8355-172-1. 
Pág. 327. 
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víctima, y el propio carácter objetivo de la responsabilidad, sugiere que deban responder, de 
existir, todas las personas relacionadas. Sin embargo, la mención a que responderán "por 
este orden" fuerza a entender lo contrario, como usualmente viene haciéndose. Quiere todo 
ello decir que los padres, de estar ejerciendo las funciones generales de guarda -aunque en el 
hecho concreto no intervinieran y en él no se detectara culpa in vigilando alguna- responderán 
con carácter objetivo siempre, con exclusión en esta sede de cualquier otro agente que en el 
hecho concreto sí actuara efectivamente como guardador». 
 
Parece que la jurisprudencia tampoco es unánime en el sentido anterior. De ello 
se desprende la SAP de Santa Cruz de Tenerife 341/2009, de 13 de febrero de 2009 
que, por el contrario, reafirma la opinión mayoritaria de la doctrina cuando habla del 
orden de atribución pero al mismo tiempo reconoce la posición defendida por de la 
Rosa de establecer responsabilidad solidaria si se comparten las facultades. De esta 
manera expone que «de ahí que el orden previsto legalmente ( art. 61.3 ) no supone un 
orden de exclusión automática, de modo que existiendo padre se excluya al tutor, al acogedor 
o guardador, pues ello sólo sería así, sí la existencia del mismo va acompañada del ejercicio 
de la totalidad o haz de facultades que integran la patria potestad. Por el contrario, sí parte de 
las facultades se delegan manteniendo una facultad de superior vigilancia y cuidado, lo propio 
es compartir responsabilidades, debiendo en todo caso responder de forma solidaria». 
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Conclusiones: 
 
I. Hablamos de acoso escolar cuando haya una reiteración de conductas que 
incluyan agresiones físicas y maltrato psicológico afectando a los derechos 
fundamentales elativos a la educación (art. 27 CE) y a la dignidad de las personas 
(art. 15 CE).  
 
II. Es correcta la atribución del delito contra la integridad moral como así se recogió 
en las sentencias y ha sido dispuesto por el TS al incluirlo en el artículo 173 CP. 
Asimismo es viable que el delito de acoso concurra con otros tales como el de 
lesiones dispuestas en el artículo 147 CP.  
 
III. Actualmente es posible aplicar una medida de régimen cerrado, a los menores 
que tengan 14 y 15 años, y no abierto tras la modificación posterior al caso que ha 
sufrido la LORPM pudiendo llegar a alcanzar en vez de 2 años, 3 años al tener 14 y 
15 años en el momento de la comisión de los delitos. La redacción de estas 
disposiciones atribuye un gran margen de discrecionalidad al Juez para determinar la 
adecuada responsabilización punitiva y educativa que han de confluir en equilibrio.  
 
IV. La adecuación del régimen previsto en el artículo 7.2 LORPM al establecer un 
primer período en régimen abierto y un segundo de libertad vigilada en los casos 
como en el que nos ocupa en que el contexto familiar de los menores no ayuda a 
integrar todos los valores educativos objeto de la medida. Para cumplir con los 
objetivos de la libertad vigilada, en su consideración de medida única, sería necesario 
que hubiese voluntariedad por parte de los menores y del contexto social para 
poderlos alcanzar cosa que no sucedió en el presente caso. 
 
V. La inducción al suicidio que se derive no es posible considerarlo si atendemos a 
que tanto la jurisprudencia como la doctrina mayoritaria coinciden en que si no hay 
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dolo directo no se puede atribuir este delito a los menores.  
 
VI. La acción de responsabilidad civil ejercitada por los padres de Jokin mediante la 
pieza de responsabilidad civil hacia los padres es posible dada su consideración de 
directa. No obstante, la misma permite eximirse la que sobre estos recaería si 
demostrasen que fueron diligentes con su conducta a tenor del articulo 1903.6 CC 
hecho que no fue demostrado. De este modo consideramos que la decisión del Juez 
fue adecuada.  
 
VII. Si se ejercita por parte de los padres la acción de responsabilidad civil mediante 
la vía prevista en la LORPM entonces estaríamos ante una responsabilidad 
cuasi-objetiva de la que se hubiera derivado responsabilidad de los padres sin 
atender a criterios de culpa, solamente se hubiera podido modificar la cuantía si en 
virtud del artículo 61.3 LORPM hubiesen demostrado que no influyeron de ningún 
modo en los actos de los hijos. Por lo tanto, parece que la responsabilidad también 
les hubiera sido atribuible por esta vía.  
 
VIII. Por la vía de la responsabilidad civil a través de la LRJAP para determinar la 
responsabilidad del IES Talaia se habría de tener en cuenta el requisito sobre el nexo 
de causalidad que ha establecido la doctrina que defiende que hay que tener en 
cuenta que el acoso escolar es uno de los riesgos que se pueden derivar de la misma. 
Ahora bien, la jurisprudencia ha matizado esta idea hasta concluir que esta 
responsabilidad no se puede atribuir indiscriminadamente sino que hay que valorar la 
edad de los menores para reducir la culpa in vigilando que pueda darse por la 
Administración.  
  Si tenemos en cuenta que estos menores tenían ya 14 y 15 años cuando suceden 
los hechos y que la mayoría de conductas se derivaron cuando estaba la clase sola 
en los intercambios de profesores, al tener ya una cierta edad entendemos que no se 
puede hacer responsable a la Administración por estos hechos y, en consecuencia, 
tampoco se valoraría la responsabilidad de los profesores aunque todo parece 
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indicar- según la doctrina mayoritaria- que sí se cumplen los requisitos de atribución 
de responsabilidad podría acabar siendo repercutido por la Administración.  
 
IX. Aunque no hay unanimidad la mayor parte de la doctrina y jurisprudencia 
consideran que la Administración Pública puede ser incluido en el concepto de 
guardador de hecho del artículo 61.3 LORPM si se va por la vía de responsabilidad 
civil prevista en este. Determinada la inclusión, el apartado 4 del mismo remite a los 
requisitos, nuevamente, de la LRJAP y, en consecuencia, se aplicarían los mismos 
requisitos que por la vía civil obteniendo el mismo resultado.  
 
X. Si se demandasen tanto a progenitores como al Centro Escolar por la Pieza 
separada de responsabilidad civil la jurisprudencia parece que ha evolucionado 
desde el caso analizado hacia la admisión de la concurrencia de culpas siempre y 
cuando se cumplan los requisitos establecidos para cada uno de ellos. 
 
XI. Menos clara es la cuestión de si este hecho se suscita por la vía de la LORPM. En 
estos casos parte de la doctrina y de la jurisprudencia admite que, si ambos cumplen 
los requisitos necesarios para su atribución, hay un orden excluyente y, por lo tanto, 
al estar los padres en primer lugar responderían de forma solidaria con este. Ahora 
bien, otra parte de las mismas defienden que si concurren responsabilidades ambos 
deberían responder solidariamente con los menores aplicando la facultad de 
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